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RESUMEN
El presente trabajo de investigación establece cómo el modelo de desarrollo económico
en Colombia incide en los conflictos generados por la implementación de industrias extractivas.
Para tal efecto, la metodología implementada es cualitativa, de carácter analítico-descriptivo.
En términos metodológicos se tiene como objetivo, caracterizar los debates y discusiones
teóricas respecto a los modelos de desarrollo; realizar un análisis normativo de la política
minero-energética; revisar y analizar fuentes de información primarias y principalmente
secundarias respecto al caso analizado. Por último, esta investigación busca aportar
conocimiento e información con respecto a los debates contemporáneos sobre el desarrollo y
la incidencia de proyectos energéticos como la hidroeléctrica El Quimbo en las comunidades.
Los resultados de esta investigación evidencian que el extractivismo se ha convertido en una
estrategia para apoyar la extracción desesperada de recursos naturales, respaldado por la idea
de crecimiento económico, que ha generado un fácil otorgamiento de licencias y flexibilidad
normativa.
Palabras Clave: Desarrollo, Extractivismo, Neoliberalismo, Política Minero Energética,
Conflictos Ambientales, Ecología Política Latinoamericana.

ABSTRACT
The present research aims to establish how the economic development model in Colombia
affects the conflicts generated by the implementation of mega mining projects. To this end, the
methodology implemented is qualitative, analytical and descriptive. In methodological terms,
it is intended to characterize the theoretical debates and discussions regarding development
models; to carry out a normative analysis of the mining and energy policy; and to carry out a
press review and a review of the case under analysis. Finally, this research seeks to contribute
knowledge and information with respect to the contemporary debates on the development and
incidence of energy projects like the hydroelectric one "El Quimbo" in the surrounding
communities.
Keywords: Development, Extractivism, Energy Mining Policy, Environmental Conflict,
Neoliberalism, Post-development.
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INTRODUCCIÓN
El concepto de desarrollo nació bajo el ideal occidental de progreso surgido en Grecia,
más adelante durante la era de la ilustración, el término se consolida en Europa como una nueva
forma de crecimiento que permitió transformar y beneficiar a la población. Sin embargo, fue
hasta el final de la Segunda Guerra Mundial que el desarrollo comenzó a usarse como motivo
o justificación para implementar políticas que permitieran el auge de la economía en varios
países (Valcárcel, 2006). A partir de la década de los cuarenta, organismos e instituciones como
la Cepal, el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial comenzaron a promover el
desarrollo en países considerados atrasados económicamente con el objetivo de abordar y
resolver problemas como la pobreza, la desigualdad, la corrupción, el desempleo, entre otros.
Ahora bien, el concepto de desarrollo se caracteriza por tener un conjunto de
planteamientos diversos que han ido evolucionando con el tiempo, por lo tanto, está
relacionado con términos como crecimiento, progreso, evolución, prosperidad y riqueza.
Autores como Adam Smith y John Stuart Mill coinciden en que la riqueza es un indicador de
prosperidad o decadencia de las naciones (Berton, 2009). Por otro lado, para Schumpeter el
desarrollo es un nuevo proceso de producción que implica combinación de distintos factores
que se concentran en algunos sectores económicos (Castillo, 2011). Por último, para Escribano
Francés el desarrollo está ligado a la idea de progreso social y económico, lo cual implica una
mejora en las condiciones de vida de las comunidades e individuos y una expansión de sus
posibilidades (Díaz, Ascoli & Fernando, 2006).000
Con relación a lo anterior, la historia de América Latina estuvo fuertemente impactada
por la colonización europea, la cual por un lado exterminó las identidades existentes en los
territorios y por otro trazó el camino de la región para ser la expensa de materias primas para
Europa y posteriormente Norteamérica. La llegada de los europeos supuso la implementación
de un proceso extractivista el cual permitió la extracción de recursos naturales, denominados
commodities, basados en el sector primario. A partir de este suceso los países se enfocaron en
estas actividades, ascendió el uso de las materias primas en las exportaciones y se fomentó el
modelo de desarrollo basado en el extractivismo, definido por Gudynas (2015) como la
apropiación de los recursos naturales y su comercialización sin ningún proceso de
transformación adicional. Este tipo de actividades ha acompañado a Latinoamérica, no
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obstante, a partir de las reformas neoliberales implementadas hizo parte formalmente de las
estrategias de crecimiento económico e inserción internacional de los países.
Por esta razón, desde la academia se han generado críticas a la visión universalizadora
del desarrollo, por ende se han generado desde la academia alternativas al desarrollo como
forma de reivindicar otras maneras de ver la realidad. Entre ellas, se destaca el postdesarrollo
y las alternativas al desarrollo desde América Latina como Buen Vivir o Sumak Kawsay y la
Ecología Política Latinoamericana, las cuales son presentadas como una salida a los ideales de
la modernización y una propuesta que rescata los saberes andinos como el respeto hacia la
naturaleza y hace una crítica a la concepción de desarrollo, al individualismo y a la separación
de cultura y naturaleza (Escobar, 2014).
La siguiente monografía responde la pregunta ¿Cómo incide el modelo neoliberal de
desarrollo económico en Colombia en la configuración del conflicto ambiental de la
Hidroeléctrica el Quimbo en el período 2011-2015? La hipótesis plantea que la denominada
locomotora minero-energética, suscrita en el periodo 2010-2014 estuvo pensada en primer
lugar para contribuir a la generación y abastecimiento de electricidad, desarrollo industrial y
económico y fomento de empleo, no obstante ha generado paralelamente conflictos que
acentúan la desigualdad y la pobreza en la población, debido a los impactos generados por la
construcción y puesta en marcha de proyectos hidroeléctricos como El Quimbo, que evidencian
un modelo de desarrollo económico basado en una política pública que respalda la explotación
de recursos naturales. Desde la Ecología Política Latinoamericana, se puede inferir que este
modelo de desarrollo sustentado en el crecimiento y progreso económico permite la llegada de
corporaciones y la flexibilización normativa, afectando irreparablemente los ecosistemas y las
comunidades.
Esta investigación es pertinente a nivel académico por dos aspectos, de un lado, en la
medida que evalúa el accionar de las empresas y la responsabilidad social que tienen frente a
las comunidades que se ven afectadas por estas actividades; del otro, al examinar la gestión del
gobierno, respecto al otorgamiento de derechos de operación a multinacionales, y los efectos
que dicho hecho plantea en el país. Como profesionales de Negocios y Relaciones
Internacionales, es necesario entender las dinámicas entre los actores y su interacción en un
mundo en constante cambio, contando con una amplia proyección social destinada a proponer
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soluciones a diversos conflictos como el presentado en esta monografía, el cual se encuentra
articulado con las líneas de investigación de la Universidad de La Salle.
Este caso es relevante ya que comprende temas que hacen parte de las discusiones y los
debates actuales de América Latina como las críticas hacia el desarrollo y las diferentes
estrategias adoptadas por los países de la región para lograr el crecimiento económico, al
mismo tiempo en la agenda global ha surgido la necesidad de transitar a nuevos escenarios de
sostenibilidad y equilibrio debido a los problemas ambientales generados en el entorno, en este
contexto El Quimbo es muestra de los conflictos e impactos causados por la construcción de
megaproyectos, permite evidenciar el accionar del gobierno y las empresas y otorgar
importancia a la preservación y cuidado de los recursos naturales.
El objetivo general de esta investigación, consiste en establecer cómo el modelo
neoliberal de desarrollo económico en Colombia incide en la configuración de conflictos
ambientales en el período 2011-2015, teniendo en cuenta el caso de la Hidroeléctrica El
Quimbo. Para llegar a dicho objetivo, se plantean tres objetivos específicos. El primero,
identificar los debates teóricos acerca del modelo de desarrollo económico desde América
Latina. El segundo, establecer el alcance normativo de la política minero-energética en
Colombia. El tercero, definir el Estudio de Caso: Hidroeléctrica el Quimbo desde la Ecología
Política Latinoamericana.
Los objetivos se realizan mediante un enfoque cualitativo de alcance analíticodescriptivo, el cual hace uso de recolección de datos basado en análisis de prensa y revisión
documental. El primer objetivo se logra por medio de una búsqueda de literatura detallada que
exprese el alcance de los debates teóricos acerca del modelo de desarrollo. El segundo, desde
el plano normativo, revisar documentalmente la política minero-energética, los Planes
Nacionales de Desarrollo, y demás formas de regulación. El tercer objetivo aborda el estudio
de caso a través del seguimiento y análisis de prensa, teniendo en cuenta fuentes principalmente
secundarias.
En términos de contenido, el documento se estructura en tres partes. El capítulo 1, hace
un recuento de las teorías y modelos de desarrollo más importantes que fueron adaptados de
Europa e implementados en América Latina, entre los que se destacan los aportes de la CEPAL,
mecanismos como la Industrialización por Sustitución de Importaciones y la Filosofía de la
Liberación. Por último, se presenta el pensamiento autónomo latinoamericano y las alternativas
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al desarrollo como el Buen Vivir y el Postdesarrollo, las cuales se presentan como una
transición e ideología de vida ante la crisis de la modernidad occidental.
El capítulo 2, expone el alcance normativo del sector minero energético, para lo cual se
describe brevemente en qué consiste el neoliberalismo, las leyes de apertura económica
implementadas en Colombia y las principales leyes que regulan el sector minero energético,
como las leyes 56, 142 y 143. Partiendo de este punto, se presentan los planes de desarrollo de
los expresidentes Álvaro Uribe y Juan Manuel Santos con el fin de mostrar el crecimiento de
la IED y el sector minero-energético en estos períodos. Además, se discute la jurisprudencia
ambiental con referencia a las leyes ambientales 23, 2811, 09 y 99, que protegen y regulan el
uso de los recursos naturales.
El capítulo 3, describe y analiza el caso de estudio de El Quimbo, explicando en primer
lugar el inicio y desarrollo de la construcción del proyecto, las problemáticas ambientales y
sociales causadas, las acciones legales interpuestas en el caso y la iniciativa y movimientos de
resistencia campesina frente al establecimiento de la hidroeléctrica, las cuales le permitieron a
la comunidad reivindicar sus derechos. Por último, se presentan las conclusiones finales y los
anexos incluidos.
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1. DEBATES TEÓRICOS ACERCA DEL MODELO DE DESARROLLO
ECONÓMICO
Este primer capítulo presenta los debates teóricos acerca del modelo de Desarrollo en
América Latina. Primero, acogiendo perspectivas vanguardistas que se adaptan al contexto
regional, segundo, produciendo pensamiento propio que toman las formas de Alternativas al
Desarrollo o Postdesarrollo, vinculando principalmente el alcance del Buen Vivir y de la
Ecología Política Latinoamericana. Para finalizar, se presentan las consideraciones finales de
este capítulo.
1.1 Perspectiva y aportes latinoamericanos del desarrollo
La relación de desigualdad entre los centros (Occidente) y periferias (América, África
y Asia) se estableció gracias al proceso colonizador que según Dussel (2014) creó lazos de
dependencia al continente americano de Occidente y relaciones asimétricas entre los países
más avanzados industrialmente y aquellos que carecían de desarrollo económico y tecnológico,
los cuales fueron subordinados como suministradores de recursos con bajo valor agregado a
los países dominantes, esto permitió que los centros mantuvieran su posición, poder e
influencia económica, política, social y cultural en los países dependientes.
De esta manera, los países latinoamericanos en algunos casos, aplican las teorías e
ideologías occidentales con el fin de alcanzar el desarrollo como progreso y crecimiento
económico propuesto por los organismos internacionales para salir de la pobreza. Sin embargo,
la debilidad de las instituciones y el accionar de los gobiernos en los países de la región
posibilita que se perpetúen las relaciones de explotación y que se establezcan corporaciones en
estos territorios, con tasas altas de corrupción y pobreza y falta de infraestructura, como
resultado la ayuda financiera y el capital invertido por los centros sirven para solventar las
necesidades de los Estados y de la población de las denominadas periferias.
1.1.1 La colonización: Extractivismo
Desde el siglo XV el deseo por el oro y el enriquecimiento de las naciones a través de
las riquezas en especial se incrementaron, así como las grandes exploraciones geográficas. Con
la llegada y la expansión de Cristóbal Colón a las Indias Orientales hubo un mayor desarrollo
comercial de Europa. Durante esta época, la intervención del Estado fue fundamental para
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lograr el crecimiento económico en la sociedad del Reino de Castilla y Aragón, puesto que las
colonias representaban una suma importante de ingresos, por lo que a través de políticas de
aduanas se promovió la explotación y la instalación de instituciones para monopolizar el
comercio colonial y los flujos de dinero de la misma colonización; así los monarcas financiaron
las expediciones y conquista (Bernardos, Hernandez & Santamaria, 2014).
Las colonias en América se convirtieron entonces en la fuente de minerales de las
naciones europeas y la extracción de recursos se convirtió en el factor que dominaba sus
actividades económicas, lo que contribuyó a un desarrollo económico tardío debido a que la
destinación de recursos productivos, humanos y de capital fue exclusivamente para la
extracción de minerales preciosos, lo que obstaculizó seriamente el crecimiento económico.
Otro efecto, fue la explotación de las poblaciones aborígenes quienes fueron obligadas a
trabajar de manera forzada, lo que generó la desaparición de cualquier forma de organización
social anterior, creándose de esta forma las sociedades coloniales (Solís, 1964).
Los españoles y portugueses propagaron la fe cristiana en América junto con la
usurpación y saqueo de los recursos y riquezas nativas del territorio. La plata y el oro fueron
los recursos más explotados, donde empresarios europeos hicieron de los indígenas y de los
esclavos negros un proletariado externo que beneficiaba la economía europea, para ello
aniquilaron imperios de América y arrebataron negros de África para trabajar forzosamente en
Brasil y las Antillas, lo que supuso una mayor concentración de fuerza de trabajo. Asimismo,
propagaron enfermedades pulmonares, intestinales y venéreas, causando que los indígenas
murieran rápidamente ya que su organismo era débil. Consecuentemente, una población
indígena que oscilaba aproximadamente los setenta millones, se redujo durante un siglo a solo
tres millones y medio (Galeano, 1971).
En el siglo XIX se llevaron a cabo batallas contra los Virreinatos encaminados a la
Liberación de la América. Los países de Colombia, América Central, Chile, Brasil y Las
Provincia Unidas del Río De la Plata se reunían para hacer posible una integración
iberoamericana bajo las premisas de Libertad para consolidar la autoridad política que dirigiera
los nuevos gobiernos y un sistema de los países. Por otro lado, se ejecutaron transformaciones
decisivas en casi todos los países de América Latina y se produjo un proceso de consolidación
nacional promovida por los círculos gobernantes y la unión de identidades colectivas fundadas
en la unión popular tradicional de la población (Barreneche, 2017).
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El modelo económico que predominó a partir de los movimientos de independencia en
América Latina fue el modelo primario-exportador que culminó en el periodo denominado
entreguerras, abarcó sectores como el agropecuario y el minero, en el que predominó el capital
extranjero y la dependencia a corto plazo de los precios internacionales mientras que a largo
plazo se dependia de la naturaleza y de las tasas de crecimiento de las exportaciones en este
mercado. De este modo, el proceso de colonización promovió en la región la explotación de
materias primas como el oro y la plata así como la producción agraria y artesanal, esto permitió
que la región pudiera especializarse en aquellos productos en los que tenía ventaja comparativa.
A finales del siglo XIX, con el ascenso de otras potencias, la exportación de capital tomó la
forma de lo que se conoce actualmente como Inversión Extranjera Directa (Moncayo, 2019).
Al mismo tiempo, se desarrolló un complejo proceso de formación de los Estados
Nacionales gracias a las revoluciones que dieron inicio a la imposición del capitalismo en
América Latina. Gracias a este ciclo revolucionario finalizaron dictaduras como la de Porfirio
Díaz en México a principios del siglo XX, se consolidó en la región regímenes liberales, un
periodo de estabilidad y crecimiento. Además, la actividad económica de las naciones
latinoamericanas se orientó a la producción y exportación de materias primas, debido a que el
sector industrial no estaba desarrollado, por lo cual era inexistente. Así mismo, hubo avances
de la expansión económica de Estados Unidos hacia la región gracias a la apertura del canal de
Panamá en 1914 (Guerra, 1997).
1.1.2 Teoría de la Dependencia
En 1950 la teoría de la dependencia la cual busca explicar las dificultades que tienen
algunos países para alcanzar el desarrollo debido a la dependencia económica. Esta teoría se
desarrolla como resultado de estudios realizados por la CEPAL y académicos, encabezada por
Raúl Prebisch, un economista argentino que propuso el modelo teórico basado en la distinción
centro-periferia, que manifestaba la posición de dependencia en la que se encontraban los
países latinoamericanos, los cuales carecían de desarrollo tecnológico, económico, y de
infraestructura, por lo que debían asumir el papel de productores de materias primas sin ningún
valor añadido y modelos de desarrollo extractivistas (Prebisch, 1962).
Esta corriente de pensamiento consistió en un proceso de cambio estructural a través de
reformas y políticas de mejora a las instituciones con el fin de lograr un mayor desarrollo en la
región. Según los estructuralistas este desarrollo estaba relacionado con el concepto de riqueza,
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el cual indicaba que tan próspera era una nación, así como el número de bienes que podía
producir un país gracias a los factores y contexto específico respecto a otros países (basado en
ideas de autores clásicos como Adam Smith) (Chirinos & González, 2010). Como resultado,
se desarrolla y consolida el pensamiento estructural como una corriente económica en la década
de los cuarenta, dentro de la cual se entiende que durante la construcción histórica se han creado
centros, los cuales se encargan de la producción y los métodos para el progreso técnico, y las
periferias, caracterizadas por su atraso inicial, que luego del periodo de crecimiento hacia
afuera implementan técnicas en las exportaciones para generar mayor productividad
(Rodríguez, 1977)
La creación de la CEPAL, abrió nuevos espacios para la integración de los países
latinoamericanos y de esta forma incentivar la creación de un mercado común. Así, desde el
fin de la Segunda Guerra Mundial hasta los años setenta se evidencio un regionalismo cerrado
denominado como integración hacia adentro en donde “el objetivo inicial era impulsar el
comercio y la industrialización subregional por medio de la expansión de sus mercados
nacionales y del impulso a la industria nacional y regional” (Cordero, 2017, p. 11).
1.1.3 Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI)
En el siglo XX, hechos como la Gran Depresión y las guerras mundiales dieron lugar a
una crisis sucesiva en las economías latinoamericanas exportadoras y monoproductoras
vinculadas al mercado internacional, debido a la abrupta baja en las exportaciones de productos
primarios, lo que produjo un retroceso en los ingresos, desempleo masivo y disminución en los
salarios esto llevó a que los gobiernos tuvieran que adoptar medidas para defender su mercado
interno de la crisis externa, como lo fue el control y restricciones de las importaciones (Bianchi,
1969).
Esto generó cambios a nivel económico, político y social que posibilitaron el proceso
de industrialización en la región y la entrada en vigor de un nuevo modelo denominado
Industrialización por Sustitución de Importaciones (ISI), según Hidalgo (2012):
La política de industrialización por sustitución de importaciones (ISI) consistió
en fabricar dentro de un sistema económico nacional aquellas manufacturas que
se importaban, para lo cual fue necesario aplicar medidas proteccionistas, ya
que la producción nacional suele ser, en sus inicios, más cara y de peor calidad
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que la extranjera. (p. 11)
El proceso ISI se desarrolló de forma desigual en el continente, por lo que los países
con los centros urbanos más grandes y fuertes fueron los que pudieron aprovechar algunos de
los beneficios de este modelo, lo que causó que los países crearán nuevos mecanismos de
apertura al mercado y liberalización, por otro lado, esta política dejó una balanza de pagos
vulnerable, empresas con costos elevados y generó mayor dependencia en el extranjero para la
compra de tecnología (González, 2009).
El modelo ISI contribuyó en parte al desarrollo autónomo de los países de América
Latina gracias a estrategias como: el fortalecimiento del mercado interno, modificando las
estructuras productivas, mejorando la distribución del ingreso e implementado políticas
sociales que desarrollaron sectores como la educación y la salud; sin embargo, este modelo
empezó a ser cuestionado debido a que no logró generar ventajas competitivas que le permitiera
ingresar a un mercado mundial más industrializado y es debido a que en la región no se vio
realmente un aumento de la productividad (Bonfanti, 2015). Algunos de los fallos de esta
estrategia fueron las políticas inestables que se adoptaron y las medidas extremas de
proteccionismo en las economías que dejaron sin incentivos a la producción interna, a su vez
otro factor fue la debilidad y falta de innovación del empresariado, el descuido del sector
agrario y por último el aumento de la desigualdad de la distribución de ingresos en la población
(Palma, Muñoz & French-Davis, 1997).
En el contexto de transición del modelo primario exportador al modelo ISI la región
vivió un proceso de cambio que dio paso al surgimiento de nuevos postulados que trataran de
explicar el contexto latinoamericano y permitieran un mayor desarrollo y competitividad en la
región. Como resultado, fue creada la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) por
el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas en 1948 “para colaborar con los
gobiernos latinoamericanos en el desarrollo económico de sus países y en el análisis y
diagnóstico de las tendencias económicas de la región” (CEPAL, s.f, p. 5). Las razones para su
creación datan de la visión de un mundo cada vez más interdependiente y de la cooperación
por parte de organismos de las Naciones Unidas (UN) (Santa Cruz, 1985).
1.1.4 Regionalismo cerrado
Los países de América Latina empezaron adoptar mecanismos de integración, dejando
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de lado la percepción que tenían en cuanto amenazas a sus soberanías. A su vez, los gobiernos
buscaron proponer formas de desarrollo hacia adentro para mayor crecimiento e
industrialización de sus economías los cuales se caracterizaron por una mayor intervención del
Estado y la eliminación de barreras comerciales (Morales, 2007). En consecuencia surgen las
primeras iniciativas de integración regional como lo fueron la Asociación Latinoamericana de
Libre Comercio (ALALC), el Mercado Común Centroamericano (MCCA) y el Pacto Andino
(PA).
El primer mecanismo de integración fue la Asociación Latinoamericana de Libre
Comercio (ALALC) fundada por Argentina, Brasil, Chile, México, Paraguay, Perú y Uruguay
y que surgió a partir del Tratado de Montevideo de 1960 y del cual uno de sus mayores
objetivos era incrementar el comercio intrarregional (Gratius, 2012). El segundo mecanismo
de integración, fue el Mercado Común Centroamericano (MCCA) formado a partir del Tratado
de General de Integración en diciembre de 1960 y fundado por Salvador, Guatemala, Honduras,
y Nicaragua (Morales, 2007). El último mecanismo de integración, surgido antes de los setenta
fue el Pacto Andino (PA) creado a través del Acuerdo de Cartagena en 1969 y fundado por
Bolivia, Colombia, Chile, Ecuador y Perú del cual hoy en día se conoce como Comunidad
Andina (CA) (González, 2011).
Estos mecanismos de integración en América Latina tuvieron su inspiración en la
Comunidad Económica Europea del Carbón y el Acero (CECA) creada en 1952 con el objetivo
de establecer la libre circulación del carbón y acero entre los países asociados a esta entidad,
así como la regulación de estas materias primas. Por dicha razón, los países latinoamericanos
intentaron adoptar este modelo de integración, además de los principios y valores de esta
organización con el fin de ser más competitivos en el mercado internacional y generar
desarrollo en la región. A pesar de los esfuerzos de integración, no fue un proceso exitoso ya
que a diferencia de Europa, América Latina era más extensa geográficamente y diversa, lo que
suponía un desafío real en cuanto a identidad y cultura, en segundo lugar los países se
resistieron a ceder soberanía a estos organismos debido a que las economías latinoamericanas
solían adoptar modelos proteccionistas, y por último la falta de recursos financieros no permitió
que se creará la infraestructura e inversión necesaria para que se evidenciara el progreso y
crecimiento que tanto se anhelaba (Oyarzún & Astroza, 2012).
De igual modo, para Gratius (2012), los mecanismos de integración económica de
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Latinoamérica como el MCCA y PA reflejaban procesos y actividades parecidos a los europeos
que consecuentemente llevó a complicaciones y fallas debido a la adopción de un modelo
europeo muy diferente al contexto regional que se vivía (pp. 14-15). Por ende, “se produjo el
estancamiento del comercio intrazonal, el deterioro de las instituciones intrarregionales y el
abandono relativo de los instrumentos creados para la integración de Centroamérica” (Zapata
& Pérez, 2001, p. 16).
1.1.5 Filosofía de la liberación
Bajo un entorno donde el pueblo o las naciones del sur eran explotadas bajo las cuerdas
del desarrollo, se consideró que la idea de las naciones oprimidas tenía lugar y era ratificada en
los países de América Latina, gracias a la dominación de clases y el establecimiento de modelos
burocráticos que según O'Donnell (1996) fueron posibles por las dictaduras militares en países
como Brasil, Argentina, Uruguay y Chile, proceso en el cual se excluyó a las mayorías
populares con el apoyo de las elites terratenientes. En consecuencia, la teología de la liberación
sería el respaldo de teorías del oprimido y la base para pensar en una filosofía latinoamericana.
Más allá de la idea religiosa de solamente la liberación del pecado de la que habla esta teología,
se agregó la liberación política para la gestación de un hombre nuevo libre de opresiones
sociales y una liberación de la pobreza real dentro de las instancias económicas (Bedolla, 2016).
Este conjunto de ideas que sugiere la teología latinoamericana, apoya las cosmovisiones
de los pueblos indígenas y las alternativas a los modelos de desarrollo actuales. En
consecuencia, se desarrolla la Filosofía de la Liberación a partir de los años setenta en
Argentina, la cual se fortalece durante 1971. No obstante, es a partir de 1975 que se lanza
formalmente este filosofar al resto de América Latina en el Encuentro filosófico de Morelia en
México (Scannone, 2009).
La filosofía latinoamericana nace como una crítica al modelo eurocentrista de la
modernidad y establece que esta debe ir encaminada a centrarse en el otro, a las periferias y los
pobres. Así mismo, plantea que el pensamiento latinoamericano es inauténtico e imitado, que
se relaciona directamente con la condición de dominación. Posteriormente, Dussel dirá que
aunque este pensamiento “imitado” es rechazado, la modernidad tiene puntos positivos que
deben ser rescatados (Sirnes, 2015).
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Durante la década de los ochenta, los países de la región se encontraban afectados por
la crisis de la deuda por lo que tuvieron que adoptar medidas que contribuyeran nuevamente al
crecimiento. De esta manera, la CEPAL y el regionalismo abierto se desarrollan en un marco
de apertura de los mercados y en un contexto de cambios en el modelo de desarrollo económico
que da pie a la llegada de la ideología neoliberal1 a través del Consenso de Washington en
América Latina como una solución a las políticas económicas existentes y a los problemas
derivados de la crisis de la deuda.
1.1.6 Regionalismo Abierto
Por consiguiente, la CEPAL desarrolló un concepto y propuesta ambiciosa de
regionalismo abierto que se creó principalmente por la falta de competitividad económica
frente a las potencias, debido a la inexistencia de una identidad propia, además de la ausencia
de reglas económicas y políticas claras (Fuentes, 1994). Como resultado, se empieza a discutir
profundamente sobre este tema, definido por la revista de la CEPAL (1994) como:
Lo que cabría perseguir, entonces, sería fortalecer los vínculos recíprocos entre
ambos elementos, en el marco de lo que aquí se ha denominado "regionalismo
abierto", es decir, un proceso de creciente interdependencia económica a nivel
regional, impulsado tanto por acuerdos preferenciales de integración como por
otras políticas en un contexto de apertura y desreglamentación, con el objeto de
aumentar la competitividad de los países de la región y de constituir, en lo
posible, un cimiento para una economía internacional más abierta y
transparente. (p. 8)
Por ende, el origen formal del regionalismo abierto según Mittelman (1996) citado por
Morales (2007, p. 67) “surge en los años noventa y representa la concentración del poder
político y económico que compiten en la economía global con múltiples flujos interregionales
e intrarregionales”. A la vez, “Esta nueva doctrina […] conllevó un menor papel del Estado en
la economía, la privatización de empresas públicas y una reducción sustancial de los aranceles
latinoamericanos” (Gratius, 2012, p 15). En otras palabras, “el regionalismo abierto es un
preferencialismo que crea comercio entre los miembros del acuerdo, sin incrementar las
barreras preexistentes respecto de los restantes países del mundo” (Filippo, 1998, párr. 2).

1

Este se aborda de manera más profunda en el capítulo 2.
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Parte de la liberalización empezó en el caso Latinoamericano con sus países vecinos,
que al ver el aumento sustancial de sus exportaciones decidieron crear nuevos acuerdos,
promover la inversión extranjera y dejar de un lado el proteccionismo para apostarle a un
desarrollo que estuviese a la vanguardia global (Máxima, 2019). Sin embargo, los intentos de
industrialización, integración económica y aplicación de teorías económicas clásicas a los
países de América Latina fueron fallidos ya que no se logró la acumulación de capitales bajo
la estructura de las sociedades europeas y estadounidenses, además, la necesidad de altos
niveles de participación política, social y cultural había aumentado en los países
latinoamericanos con el cambio de la urbanización a la industrialización, pero esta era una
industria débil la cual estaba acompañada de un Estado incapaz de cumplir las expectativas de
la población (Casella, 2008).
1.2 Postdesarrollo
A partir de las décadas de los sesenta y setenta, se manifiesta el descontento al
desarrollo, a causa de los fracasos producidos por este discurso promovido por las instituciones
internacionales, como lo fue el empobrecimiento de la población, el deterioro ambiental, el
trato a temas como los derechos humanos y las cuestiones de género, esto se expresó a través
de debates y cuestionamientos hacia los procesos que generó la implementación de estas
políticas (Acosta & Cajas, 2018).
El postdesarrollo surge por la crítica que se hace al agotamiento del modelo capitalista,
los modelos dualistas que separan la naturaleza y cultura, la comunidad y el individuo y plantea
la descentralización del desarrollo. De esta forma, es un espacio para que surjan otros
pensamientos, prácticas y posibilidades de vivir en sociedad, los cuales puedan estar
fundamentados en cosmovisiones relacionales que conciban todo lo que existe como un todo
que no merezca ser separado, es decir que se incluya lo humano y no-humano de manera
conjunta. Por otro lado, propone una configuración y transformación no solo de la sociedad
sino también del conocimiento moderno dominante, lo que denominan como deconstrucción,
cuyo objetivo es reconocer el papel e importancia de otros saberes y prácticas que han sido
relegados e invalidados por no tener un carácter científico. Es por ello, que el postdesarrollo
menciona que dentro de los conocimientos de los pueblos milenarios pueden encontrarse ideas
útiles para transitar a un modelo más humano y amigable con la naturaleza (Escobar, 2014).
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En otras palabras, el postdesarrollo representó pensamientos diferentes a los
convencionales, influenciados por los principios y el discurso de la comunidad
latinoamericana. Basado en esto, un punto fundamental del postdesarrollo son los llamados
discursos de transición contemporáneos que se refieren al paso a algo nuevo, a un mundo
diferente, a través de una serie de cambios y transformaciones culturales e institucionales. Una
de las propuestas presentadas es la transición a una sociedad post-combustible fósil que
responda adecuadamente a la crisis del petróleo y el cambio climático, diseñado para poblados
y comunidades con el objetivo de que creen sus propios discursos, escenarios y prácticas de
transición: lo que se denomina como Iniciativa de Transiciones Locales (ITL) (Escobar, 2011).
Estas propuestas implican alejarse en pequeñas medidas del capitalismo y del modelo
de desarrollo civilizatorio y de modernización con industrialización globalizada. Las reuniones
de pueblos indígenas, campesinos, afrodescendientes y mujeres, evidenciaron la necesidad de
un cambio de paradigma cultural y económico debido a las crisis actuales de energía/clima y
pobreza las cuales se presentan como la causa más importante del modelo occidental en crisis.
Es así que, los pensamientos de cambio de los pueblos indígenas y las propuestas o ejemplos
de sistemas agroecológicos se presentan como una solución a dicha crisis alimentaria,
ecológica, y económica (Escobar, 2011).
Como menciona Escobar (2016) para la crisis de la modernidad no es posible encontrar
soluciones en la misma línea eurocéntrica (modelo capitalista, conocimiento científico, modelo
patriarcal y raza) que ha excluido y sometido a los otros conocimientos, prácticas y
cosmovisiones. Como resultado, el autor propone que la forma de enfrentar la crisis causada
por la concepción de un solo mundo dominante es a través de la transición hacia el pluriverso,
es decir la coexistencia y relación de múltiples formas de vida, definido por Escobar (2012)
como:
Tal vez de manera más abstracta, el pluriverso indica las luchas por lograr
‘mundos y conocimientos de otro modo’ —es decir, mundos y saberes
construidos sobre la base de los diferentes compromisos ontológicos,
configuraciones epistémicas y prácticas del ser, saber y hacer—. (p. 49)
Bajo esta lógica, el extractivismo ha pasado de solo la extracción de un recurso a un
proceso continuo de arrebatamiento o aprovechamiento de la mínima ventaja económica en los
países menos estables o con menores niveles de industrialización. Así, “la soberanía está siendo
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erosionada mientras que los Estados poderosos y los actores no estatales se unen para
apoderarse del control de los recursos naturales y la vida de las personas en los Estados menos
poderosos” (De Sousa Santos, 2017, p. 26).
1.2.1 Ecología Política Latinoamericana
La crisis ambiental de la década de los sesenta y setenta permitió que surgieran nuevos
desafíos teóricos y prácticos a nivel disciplinario por la presencia y acción de actores sociopolíticos en temas relacionados con derechos humanos, la crítica al consumismo y al discurso
del desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente, entre otros. Este contexto permitió
que naciera la ecología política como una respuesta a la crisis civilizatoria actual, la cual se
define de diferentes formas, entre ellas como un movimiento social y político que hace justicia
y defiende al medio ambiente y como aquella que estudia los conflictos socio-ambientales. La
ecología política tiene sus orígenes en la tradición anglosajona y la francesa, en el caso
latinoamericano se hace popular a finales del siglo XX, época donde se hace más profunda y
evidente la crítica hacia la relación entre capital y naturaleza principalmente por los
mecanismos de apropiación y explotación de los recursos naturales (Alimonda, 2015).
En América Latina la ecología política tomó su propio rumbo, influenciada
principalmente por la situación política, económica y social de los países y la crítica del rol que
tenía la región como proveedor de materias primas para Europa y Norteamérica, en el que la
explotación de recursos naturales era la única forma de alcanzar el desarrollo. El enfoque
decolonial de la ecología política latinoamericana enfatiza en la experiencia de la colonización,
hecho que origina la aparición de lo que se conoce como la primera modernidad, la cual será
criticada por esta vertiente, ya que el eurocentrismo es el que extermino y relegó los
conocimientos, prácticas y las distintas racionalidades ambientales que existían. Es por ello,
que los teóricos insisten en una ruptura de la modernidad, es decir una incorporación de otros
conocimientos sin pretender regresar al pasado (Moreno, Molina y Bryant, 2017).
El pensamiento crítico latinoamericano y las estrategias de resistencia frente al
extractivismo son un punto clave en este campo, otro aspecto importante es el reconocimiento
de los aportes teóricos diferentes al occidental, de modo que se propone una descolonización
del conocimiento, es decir una reivindicación de los saberes que fueron alguna vez
invisibilizados y se hace énfasis en las relaciones de poder entre la sociedad/naturaleza y la
búsqueda de la identidad latinoamericana a través de una introspección del pasado (Alimonda,
2015).
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Una de las formas en las que se propone la deconstrucción de las teorías dominantes en
el campo de la ecología política es a través de la comprensión real del concepto de ambiente
para que sea pensado de una manera diferente a la convencional y no como un costo o producto
del hombre. Este campo propone un reordenamiento social ante la imposición de la
racionalidad económica sobre la vida, e intenta comprender la relación entre la cultura y la
naturaleza y las relaciones de poder que forjan y dirigen la intervención humana en la
naturaleza. Por otro lado, la reconstrucción social es uno de los principales objetivos de esta
vertiente, ya que se busca la coexistencia de los diferentes mundos o el llamado pluriverso, es
decir la relación mutua de múltiples culturas, diferentes perspectivas de vida y formas de vivir
(Leff, 2017).
Dentro de esta tradición intelectual se discuten temas como la propiedad de los recursos,
la gestión de los territorios frente a la propiedad privada, las acciones individuales y colectivas.
Así mismo, las vertientes más importantes son la economía ecológica crítica o fuerte y la
ecología marxista, las cuales analizan las relaciones de poder, los procesos de apropiación y la
producción, distribución y consumo de los recursos (Delgado, 2017). El concepto de
territorialidad es desarrollado de manera amplia en la ecología política latinoamericana a través
del uso y del acceso a los recursos naturales, el cual al estar en tensión produce conflictos
socioambientales en los territorios y consecuencias en la forma en que los diferentes actores
interactúan con los recursos naturales. La territorialidad entonces se convierte en una forma de
resistencia y reivindicación del patrimonio ancestral y la diversidad local ante la expropiación
y las relaciones desiguales de poder (Moreano, Molina & Bryant, 2017).
Dentro de los conflictos sociales y ambientales estudiados por la ecología política
latinoamericana, la razón por la cual se generan tensiones entre las comunidades, las empresas
y el Estado es el extractivismo o conocido actualmente como neoextractivismo, termino
adoptado por Eduardo Gudynas, el cual consiste en la misma práctica de apropiación y
explotación de la naturaleza, con una clara dependencia de los precios y consumidores
internacionales de materias primas. A diferencia del extractivismo convencional, que buscaba
reducir el papel del Estado en estas prácticas y facilitar a las empresas extractivas la extracción
de recursos y propiciar un entorno de liberalización de flujos y flexibilización de las normas,
en el neoextractivismo hay una mayor presencia del Estado dentro de este sector (Gudynas,
2009).
Según Gudynas, es a partir de la llegada de los gobiernos progresistas a la región que
este nuevo estilo de extractivismo se consolida en gran parte de los países latinoamericanos,
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los cuales durante la década de los ochenta y noventa otorgaron licencias e incentivos y
definieron reglas más claras para la operación de las multinacionales. Los nuevos gobiernos
latinoamericanos de finales del siglo XX como Bolivia, renegociaron algunos de los contratos
y buscaron promover y potenciar las empresas estatales en este sector. El discurso del
neoextractivismo apunta a la competitividad y a la globalización, también hay un mayor control
del acceso de los recursos y se insiste en que estos son propiedad del Estado, por otro lado los
gobiernos captan mayor riqueza de los sectores extractivos debido a su rol más activo, de esta
manera se vende la idea de que el neoextractivismo es positivo ya que además de contribuir al
crecimiento económico sirve como medio de financiamiento de los planes y políticas públicas
para los sectores más vulnerables (Gudynas, 2009).
1.2.2 Alternativas al desarrollo
En este sentido surgieron diferentes iniciativas y conceptos como los derechos del
medio ambiente y los derechos de comunidades indígenas y afrodescendientes, ampliando los
estudios y fuentes académicas sobre estos temas y profundizando las críticas al modelo
neoliberal y la concepción del desarrollo instaurado en Latinoamérica. Así, la crítica al
desarrollo se originó no solo por las ciencias sociales y económicas sino también por otras
disciplinas y la lucha de los movimientos sociales, de esta manera surgen las alternativas al
desarrollo, entre las que se destacan diferentes posturas radicales y propuestas como el Buen
Vivir.
Dentro de las alternativas al desarrollo se presentan las posturas radicales del
ambientalismo que son defendidas por algunos movimientos sociales, las cuales no aceptan el
llamado crecimiento de la economía neoclásica, entre estas se encuentran el desarrollo
sostenible, el biocentrismo, la ecología profunda, entre otros (Gudynas, 2011). Estas propuestas
recogen los análisis basados en los saberes y movimientos indígenas marcando la diferencia y
necesidad de traspasar los saberes occidentales, criticando la modernidad de origen europeo
para recuperar las filosofías de Buen Vivir como base para su construcción, proponiendo así
un cuestionamiento radical al conjunto de planteamientos asociadas al desarrollo (Gudynas y
Acosta, 2011).
1.2.3 Buen vivir/ Sumak Kawsay
Siguiendo lo anterior, se crea un nuevo horizonte en Latinoamérica guiado desde la
cultura y filosofía andina, con el llamado Sumak Kawsay (Buen Vivir), una cosmovisión de
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vida milenaria basada en el respeto a la naturaleza, los valores y las experiencias. El Buen Vivir
emerge en América Latina a finales de la década de los noventa con las movilizaciones de
grupos sociales como sindicatos, federaciones campesinas, organizaciones indígenas y ONGs
en contra del modelo neoliberal y los ajustes fiscales en países como Ecuador y Bolivia,
cuestionando de esta forma los procesos del desarrollo. Estos movimientos se articularon
también con el giro a los gobiernos de izquierda en la región, los cuales proponían el pluralismo
y la integración de todos los grupos de la sociedad. Gracias a la llegada de los gobiernos de
Bolivia (2006) y Ecuador (2007) el Buen Vivir hizo parte de las agendas nacionales de cada
uno de estos países, formalizándose con la puesta en marcha de estos principios en sus
constituciones (Gudynas, 2016).
Buen vivir es una forma de vida que retoma los conocimientos ancestrales de los
pueblos indígenas basados en la crítica al modelo de desarrollo. Esta corriente de pensamiento
ha logrado posicionarse como una verdadera y particular alternativa latinoamericana con gran
alcance mundial debido a que busca vivir en plenitud y armonía con la madre naturaleza y así
estar en equilibrio con el cosmos. No obstante, para mantener el equilibrio y vivir bien los
demás no deben vivir mal, se debe reconocer y admitir que todos somos diversos, múltiples e
iguales y por ende se debe respetar y retribuir a la naturaleza sin destruirla y deteriorarla
(Cardoso, del Carmen Gives, Lecuona & Gómez, 2019).
Dicho lo anterior, el Buen Vivir tiene diversas concepciones debido a que se ha
desarrollado en contextos sociales, culturales, históricos y ecológicos distintos y particulares,
es decir que gracias a esto es un concepto plural que se encuentra constantemente en
construcción y por lo cual tiene diferentes tendencias y énfasis además de diferentes críticas,
luchas sociales y resistencias (Cardoso, del Carmen Gives, Lecuona & Gómez, 2019). Entre
las definiciones del Buen Vivir, se destaca la del ecuatoriano kichwa, Luis Macas expresidente
de la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE):
El Sumak Kawsay, es la vida en plenitud, es el resultado de la interacción, de la
existencia humana y natural. Es decir, que el Sumak Kawsay es el estado de
plenitud de toda la comunidad vital. Es la construcción permanente de todos los
procesos vitales, en las que se manifiesta: la armonía, el equilibrio, interno y
externo de toda la comunidad no solo humana, pero también natural. (Macas,
2011, p. 1)
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A pesar de que constituciones como las de Bolivia y Ecuador agregaron el término del
Sumak Kawsay continuaron implementando conductas extractivas e ideales de progreso y
desarrollo que no han cambiado la estructura capitalista de fondo. Gracias a esto, reciben
críticas afirmando que no ofrecen una base real para otras alternativas, sino que el concepto es
utilizado para camuflar las conductas extractivas de los gobiernos progresistas con el fin de
mantener el modelo neoliberal. Así bien, el “Buen Vivir se está convirtiendo en otra
herramienta discursiva y al mismo tiempo, en un término cooptado, funcional al Estado y sus
estructuras, y con escaso significado para una verdadera transformación intercultural,
interepistémica y plurinacional” (Walsh, 2010, pp. 19-20). Lo anterior conlleva a que se
replantee no perder los valores intrínsecos de la naturaleza propuestos por el Sumak Kawsay y
que se mantenga esta propuesta como una cosmovisión Andina pura.
La influencia de la cultura indígena y los pueblos que han fortalecido estos conceptos
dentro de la política es relevante, se puede afirmar que el Sumak Kawsay nace de esa periferia,
puesto que esas comunidades son minorías excluidas y retiradas de la sociedad. El Sumak
Kawsay es la forma de reconstruir mediante una visión de afuera hacia dentro basado en la
comunidad. Es importante recalcar, que se necesita además de una resistencia a la globalización
y el modelo económico actual, unas alternativas y estrategias en las políticas internas que
permitan orientar el crecimiento de una manera diferente y eliminar las problemáticas actuales
relacionadas con pobreza extrema y necesidades básicas. Alternativas que se pueden encontrar
en los planteamientos de postdesarrollo encaminados a un proceso moderno con una
perspectiva diferente de crecimiento, nacidas de las necesidades de América Latina.
1.3 Consideraciones Finales
A lo largo de la historia el término de desarrollo ha tomado diferentes concepciones;
sin embargo, sus definiciones han girado en torno al crecimiento y progreso de los países. El
modelo europeo de desarrollo se intentó aplicar a la realidad latinoamericana a través de
medidas de ajuste y modelos de integración que fueron fallidos por tratarse de una adaptación
de teorías y políticas que no respondían a las problemáticas de la región.
El modelo de desarrollo latinoamericano ha pasado por dos vías, una de ellas el
vanguardismo, el cual consistió en la adaptación de teorías foráneas al contexto de la región, y
la otra el pensamiento autónomo que propone desde la realidad de América Latina, modelos y
teorías propias. Ambas, fueron respuestas a los problemas estructurales presentes
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históricamente, como la pobreza, la desigualdad, corrupción, dependencia, inestabilidad
económica, etcétera.
De esta manera, desde América Latina se empieza a cuestionar ese modelo único y
dominante por medio de diferentes pensamientos y alternativas que conllevaron a un análisis
profundo sobre nuevas formas de repensar el desarrollo, con el fin de afrontar la crisis actual y
plantear soluciones a esta. Por este motivo, surge el postdesarrollo, el cual trata de imaginar
una sociedad diferente con mejores condiciones de vida, donde el capitalismo no represente el
papel principal de las economías.
Una propuesta clara es la de la cosmovisión de los pueblos indígenas, denominada Buen
Vivir o Sumak Kawsay como una forma de vida y de respeto hacia la naturaleza. El Sumak
Kawsay propone una reivindicación de los saberes andinos y una salida de la acumulación
material y la modernización, dejando de lado los ideales occidentales que habían predominado
en los modelos económicos en la organización social y política latinoamericana.
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2. ALCANCE NORMATIVO DE LA POLÍTICA MINERO ENERGÉTICA EN
COLOMBIA

Este capítulo presenta el alcance normativo del sector minero energético en Colombia.
Para ello, en primer lugar, se describe en qué consiste el neoliberalismo y su llegada a Colombia
a través de las leyes de apertura económica y los ajustes estructurales propuestos por el
Consenso de Washington. Segundo, se realiza un breve recuento del sector energético para
luego exponer la legislación que se ha constituido a través de los años, así como los planes de
desarrollo comprendidos entre 2002-2014. Tercero, se presenta la jurisprudencia ambiental y
las leyes enfocadas a la protección del medio ambiente, las cuales buscan garantizar el
cumplimiento de los derechos humanos. Para finalizar se presentan las consideraciones finales
de este capítulo.
2.1 La consolidación del neoliberalismo y extractivismo en Colombia
El neoliberalismo tiene como antecedente en Latinoamérica el golpe de Estado contra
el gobierno de Salvador Allende en 1973. Este periodo desencadena una oleada de dictaduras
cívico-militares que marca la instauración de las bases del régimen neoliberal en la región,
entre ellas se destacan las reformas económicas y sociales por parte de los Chicago’s Boys en
Chile y su posterior influencia en los países vecinos. En la década de 1990 se instaura
oficialmente el neoliberalismo en América Latina con las reformas de política económica del
Consenso de Washington, periodo en el cual se exacerban las lógicas de la acumulación del
capital, la explotación económica, dominación política y la opresión social. Es por esta razón,
que se buscó promover e incentivar el crecimiento a través de las exportaciones, la
liberalización de las importaciones, la generación de ahorros para financiar la inversión, atraer
capital extranjero a los países, recortar el papel del Estado para que se redujera solo a proveer
los servicios básicos a la población y un marco para la actividad económica (Puello, 2015).
De este modo, la agenda del Consenso de Washington comprendía las siguientes
reformas: 1) Disciplina fiscal; 2) Reordenación de las prioridades del gasto público; 3) Reforma
fiscal; 4) Liberalización financiera; 5) Tipo de Cambio competitivo; 6) Liberalización del
comercio; 7) Liberalización de la inversión extranjera directa; 8) Privatizaciones; 9)
Desregulación; 10) Derechos de propiedad (Martínez & Reyes, 2012). Como consecuencia de
estas políticas y reformas en la década de los noventa, los países latinoamericanos decidieron
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incrementar sus exportaciones e inversión extranjera a través del extractivismo2, ya que vieron
en los recursos naturales un potencial económico, a su vez el incremento de los precios de
algunos minerales en el mercado internacional fue una oportunidad para los países ricos en
estas materias primas en la región.
En el caso de Colombia, esta ideología se fortalece formalmente con el gobierno de
Cesar Gaviria durante 1990-1994 con su "Programa de apertura económica y de modernización
del Estado", este ex presidente es considerado uno de los máximos exponentes del
neoliberalismo, puesto que dio lugar al cambio estructural en la política económica del país.
Durante este mandato nace la Constitución Política de 1991, la cual promulga el desarrollo y
reivindica principios como la libertad individual, el derecho a la propiedad privada, el libre
comercio, entre otros (Vides, 2012).
El proceso neoliberal se profundiza con la primera generación de reformas estructurales
de 1990 y 1991, entre ellas la ley 50 de 1990 (Reforma laboral), con la cual se flexibiliza el
mercado de trabajo y se disminuye el precio del contrato; la ley 7 de 1991 (Ley marco de
comercio exterior), que plantea la exposición de la economía a las dinámicas del libre mercado,
estas políticas se orientaron a fomentar el libre comercio de bienes y servicios, la iniciativa
privada y la integración internacional; la ley 45 de 1990 (Reforma financiera) que levantó las
restricciones a la inversión extranjera en el sector financiero y eliminó los trámites para la
entrada de capitales extranjeros al país; y la ley 49 de 1990 (Reforma tributaria) que establece
incentivos a la inversión extranjera (Martínez, 2014). Con esta apertura se realiza una
reestructuración del Estado por medio de políticas de privatización, liberalización y
desregulación con el propósito de lograr el éxito prometido por los organismos internacionales.
Así mismo, con la Constitución Política de 1991, se define al país como un Estado
social de derecho, democrático, participativo y pluralista. Esta carta de corte neoliberal
defiende los derechos individuales y colectivos, reflejándose un enfoque individualista con
tendencia a lo urbano, género y etnia, en el cual el rol del Estado no es claro en la protección y
ejercicio de las libertades y los derechos sociales y económicos. Por otro lado, promulga la

2

El extractivismo se entiende: [...] como un caso particular de extracción de recursos naturales, caracterizado por
extraerlos en grandes volúmenes o bajo procedimientos de alta intensidad, que están orientados esencialmente a
la exportación (50% o más del volumen apropiado) como materias primas o con un procesamiento mínimo
(también identificados como Commodities). Estas condiciones se deben cumplir simultáneamente. (Gudynas
(2013a) citado por Gudynas (2013b), p. 80)
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estrategia del desarrollo neoliberal como lo es la apertura económica, un marco para las
privatizaciones y concesiones con el objetivo de atraer capital privado (nacional y extranjero).
Un claro ejemplo son los artículos 335 y 336 de la Constitución colombiana, que establecen la
acción del capital financiero, así como la participación de los privados en sectores donde el
monopolio estatal sea de interés público como el sector minero-energético (Cruz, 2010).
El nuevo modelo impuesto se encargó de promover la industria como fuente de
crecimiento, lo que permitió que el país se convirtiera en un centro atractivo para la IED, así
como la modificación del sistema de importaciones (reducción de los aranceles). Al finalizar
el periodo de gobierno de Cesar Gaviria, las exportaciones tuvieron un crecimiento
significativo, se otorgaron diferentes estímulos para el aumento de la demanda y oferta del
mercado de capitales y se fomentó la IED en el sector minero- energético (Nájar, 2006).
Las políticas dirigidas a generar seguridad económica para las inversiones nacionales y
extranjeras promovieron el modelo extractivista en la región, las empresas mineras se
beneficiaron del contexto de liberalización de los flujos, reflejados en las inversiones y
ganancias y la flexibilización y reducción de las regulaciones ambientales y laborales
(Gudynas, 2009). Por ende, el extractivismo tomó impulso en las economías latinoamericanas
en la década de los 2000, las cuales buscaron beneficiarse a partir de la explotación de recursos
naturales para la exportación como carbón, oro, gas, café y petróleo.
En el caso colombiano los factores que permitieron y promovieron el establecimiento
de un modelo extractivista no solo fue el potencial de recursos naturales en el país, sino también
el tránsito de la región al Consenso de Commodities, el cual reemplazó el Consenso de
Washington, debido a los resultados negativos de las medidas de ajuste estructural en la región
en la década de los noventa y a la coyuntura internacional de mayor demanda de commodities
que coincide con la entrada al siglo XXI. Svampa (2012) define el Consenso de Commodities
como:
Por ende, lo que de modo general aquí denominamos «Consenso de los
Commodities» subraya el ingreso en un nuevo orden, a la vez económico y
político-ideológico, sostenido por el boom de los precios internacionales de las
materias primas y los bienes de consumo cada vez más demandados por los
países centrales y las potencias emergentes, lo cual genera indudables ventajas
comparativas visibles en el crecimiento económico y el aumento de las reservas
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monetarias, al tiempo que produce nuevas asimetrías y profundas desigualdades
en las sociedades latinoamericanas. (p. 31)
El Consenso de Commodities abrió un nuevo ciclo en América Latina, caracterizado
por altas tasas de crecimiento y de extracción y exportación de bienes primarios a gran escala
a otros países. Este proceso de especialización según Gamba, Fuentes y Contreras (2012) fue
impulsado gracias a la demanda internacional de materias primas (commodities) por parte de
las economías emergentes BRICS (Brasil, Rusia, India, Colombia y Sudáfrica) y de los
Tratados de Libre Comercio firmados con estos países, los cuales fomentaron las exportaciones
de estos productos básicos.
El boom internacional de los precios de las materias primas fue un escenario para que
Colombia realizará cambios a nivel estructural, como la reforma al Código de Minas, que
redujo el papel del Estado en el sector minero y flexibilizó los procesos. No obstante, desde
décadas atrás el café y petróleo también habían sido fundamentales para el desarrollo de la
economía colombiana durante gran parte de la década del siglo XX e inicios del siglo XXI,
como las bonanzas cafeteras de 1975 y 1986 y el boom minero energético de 2002-2012
(Gaviria, 2015).
A pesar que las reformas neoliberales buscaron aliviar las dificultades económicas y
políticas de Latinoamérica, el extractivismo como solución a la pobreza implementado en la
región, generó además de problemas ambientales, desigualdad económica y social. Por otro
lado, las medidas enumeradas en el Consenso de Washington se trataron sólo de
recomendaciones de los expertos a la región para salir del subdesarrollo por lo que muchos
países no pusieron en práctica estas medidas o fue difícil ejecutarlas a sus realidades, debido a
esto no lograron el auge económico, industrialización y desarrollo que se había prometido.
Estas recomendaciones han definido las prácticas internacionales actuales, que han permitido
la consolidación de una etapa de la globalización y al mismo tiempo la acumulación de capital
en manos de pocos, un modelo extractivista mono exportador y privatización de ciertos
servicios básicos, entre otros (Martínez & Reyes, 2012).
2.2 Normativa minero-energética
La política energética colombiana se fue estructurando bajo una serie de normas y leyes
que rigen la generación y abastecimiento de energía y la creación de los proyectos

32
hidroeléctricos en el país. Una de las primeras normativas referentes a recursos naturales se
creó en 1974 con el Decreto 2811 en el que se explica detalladamente el manejo de recursos
como el agua y en el artículo 208 se establece que: “la construcción de obras de infraestructura,
como vías, embalses, represas o edificaciones, y la realización de actividades económicas
dentro de las áreas de reserva forestal, requerirán licencia previa” (Departamento
Administrativo de la Función Pública, s.f, párr. 206).
En este mismo año también se expide el Decreto 636 con el cual se modifica el nombre
del Ministerio de Minas y Petróleos por el de Ministerio de Minas y Energía, dentro del cual
se encuentran el Instituto Colombiano de Energía Eléctrica (ICEL) y la Corporación Eléctrica
de la Costa Atlántica (CORELCA) como organismos públicos adscritos. Este decreto propuso
adelantar a través del Ministerio de Minas y Energía la política nacional de exploración,
explotación, transporte, refinación, distribución y producción de hidrocarburos y el
establecimiento de normas técnicas en materia de electricidad (Decreto 636, 1974). Más
adelante para el año 1981 se crea la Ley 56 por la cual, se dictan normas sobre obras públicas
de generación eléctrica, acueductos, sistemas de riego, entre otros y se regulan las
expropiaciones y servidumbres de los bienes afectados por tales obras (EVA, s.f).
La Constitución de 1991 admitió, la libre entrada y competencia de cualquier agente
interesado en prestar los servicios públicos, en los que se enmarcó una conducta de
privatizaciones que impulsó megaproyectos vinculados con empresas extranjeras. En esta
misma década otras normas fueron creadas, las cuales formalizaron y estructuraron las
principales instituciones gubernamentales en el marco de los servicios públicos y creación de
proyectos hidroeléctricos. En diciembre de 1992 el gobierno nacional reestructuró el Ministerio
de Minas y Energía, disolvió la Comisión Nacional de Energía y creó tres unidades
administrativas especiales: la Comisión de Regulación de Energía -CRE3, la Unidad de
Información Minero Energética - UIME y la Comisión de Planeación Minero Energética UPME (CREG, s.f).
Posteriormente, la Ley 142 y la Ley 143 de 1994 son las primeras consolidaciones de
la normativa energética, con estas se separaron las actividades de regulación y control y se
introduce la competencia en el mercado de energía mayorista. Con la Ley 142 Ley de Servicios
Públicos, se crearon las Comisiones de Regulación y la Superintendencia de Servicios Públicos
3

Convertida en 1994 en la actual Comisión de Regulación de Energía y Gas (CREG).
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Domiciliarios, en esta se establece la privatización del servicio de energía, el cual antes era
prestado por treinta empresas estatales de orden nacional, regional, departamental y municipal,
en su mayoría integradas verticalmente desde la generación hasta la comercialización. Con esta
ley se complementa lo relacionado a la naturaleza jurídica, autonomía, funcionamiento,
recursos presupuestales y régimen de personal de la UPME (Naranjo, 2014).
Con la Ley 143 de 1994 denominada Ley Eléctrica se establece la UPME como una
unidad especial que cuenta con regímenes especiales en materia de contratación y autonomía
presupuestal adscrita al Ministerio de Minas y Energía, se establece la privatización de la
prestación de los servicios públicos reafirmando la posibilidad de la participación de empresas
privadas. Por medio de esta ley el Estado asume las funciones de inspección vigilancia y control
en la prestación de los servicios públicos para lo cual crea la Comisión de Regulación de
Energía y Gas - CREG y la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios - SSPD
(UPME, s.f).
Después de 1995 la política y normativa colombiana se enfoca en la configuración de
programas y requisitos para promover un eficiente uso de los recursos, así como también el
correcto funcionamiento de las instituciones. En este tiempo la inversión extranjera directa se
vio impulsada con la ley de privatizaciones implementada en años anteriores y otras que
establecieron varias condiciones de orden público que beneficiaron y permitieron este tipo de
inversión en el país. En la figura 1 se encuentran las principales leyes y decretos que
configuraron el sector energético en la década de los años 2000.
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Figura 1.
Ordenamiento normativo del sector energético.

Fuente: Elaboración propia con base en Cámara de Comercio, (2016). Decreto 0550, (2015)
y UPME, (s.f).
Las anteriores leyes mencionadas han codificado el sistema energético nacional y han
permitido la utilización de energía eléctrica y seguimiento al funcionamiento de instituciones
vitales para la utilización de recursos destinados a producción de energía como lo son la
UPME, responsable del estudio de los futuros requerimientos de energía y escenarios de
suministro, así como de la elaboración del Plan Nacional de Energía y Plan de Expansión y de
la CREG, la cual está a cargo de regular el mercado para un suministro eficiente de energía
(UPME, s.f).
2.3 El sector minero energético en los planes de desarrollo
Con el establecimiento de las bases normativas y de las instituciones encargadas de la
regulación y seguimiento del sector minero energético, el siguiente paso fue el fortalecimiento
de este sector, tarea que fue dirigida por los mandatarios en los diferentes periodos
presidenciales por medio de los programas y estrategias de sus gobiernos. En lo que respecta a
los planes de desarrollo a partir de la década de los 2000, se puede evidenciar una orientación
de la actividad económica del país al sector extractivo, gracias al incremento de los precios en
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las materias primas, razón por la cual el sector minero energético es propuesto como uno de
los motores principales para el crecimiento y el mejoramiento de la competitividad a nivel
internacional.
2.3.1 Álvaro Uribe Vélez 2002-2006 “Hacia un Estado Comunitario” y 2007-2010
“Estado Comunitario: desarrollo para todos”
El primer mandato de Álvaro Uribe Vélez 2002-2006 presenta el Plan Nacional “Hacia
un Estado Comunitario” el cual buscó un crecimiento alto y sostenido al incentivar las
exportaciones agrícolas, fortalecer la agroindustria y ofrecer a los inversionistas extranjeros un
entorno seguro para invertir, teniendo como lema “confianza inversionista”. Debido a esta
política de seguridad democrática en los territorios a través del combate y persecución de las
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) se generó una “mejor imagen” del
país a nivel internacional lo que también permitió la firma de Tratados de Libre Comercio como
el firmado con Estados Unidos (Vélez & Ruiz, 2015).
El plan de desarrollo de este periodo tiene como pilar la seguridad social y democrática,
en la cual el rol del Estado consiste en la búsqueda de un estado de ley y orden, que garantice
la justicia, equidad, crecimiento económico y eficiencia (Osorio, 2012). Por ende, se establecen
altas tasas de crecimiento y se prioriza el ahorro y la acumulación de capital para promover la
inversión local y extranjera, además se da mayor participación al sector privado y al mercado,
implementando así los lineamientos del Consenso de Washington (Vallejo, 2007).
El Plan Nacional de Desarrollo (PND) del 2006-2010 de Álvaro Uribe Vélez tuvo como
fin garantizar consistencia y continuidad al PND del 2002-2006 bajo dos premisas principales,
que incluyen: primero, mantener un crecimiento económico alcanzado recientemente, y
segundo, lograr un progreso bajo un ideal de desarrollo más amplio. En estos, se tomaron en
cuenta aspectos como la equidad, la pobreza, la sostenibilidad ambiental y la descentralización,
además de que se buscó consolidar la confianza en cuanto a seguridad democrática, políticas
sociales más sólidas, y el mejoramiento de la infraestructura de transporte para hacer de
Colombia un país más competitivo (Departamento Nacional de Planeación, 2003).
Las exportaciones minero energéticas aumentaron gradualmente de manera anual, en el
año 2002 se registró un valor de $13.129 millones de dólares y en 2006 un total de $24.391
millones de dólares de las exportaciones del país. Así mismo, los flujos de IED del sector de
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minas y canteras fue de $627, 4 millones de dólares para el 2002 y $1.782,5 millones de dólares
en el 2006; a partir del año 2003 hasta el segundo trimestre del 2008 $8.823,9 millones fueron
para el sector minero, lo que representa el 21.24% del total de la IED en Colombia (UPME,
2008).
Durante los dos mandatos de Uribe (2002-2010), el objetivo fue transformar el sector
energético minero colombiano en una de las industrias más importantes de América Latina.
Para lograr este objetivo, se implementaron diversas estrategias encaminadas a atraer un mayor
número de empresas mineras encargadas de explotar recursos naturales por medio de la ventaja
comparativa, como resultado, la IED del sector minero energético logró aumentar de un 42%
a 67%. Asimismo, la política minera de Uribe se basó en dos principios fundamentales: el
primero consistió en la desregulación estatal y el segundo en desencadenar la violencia
patrocinada por el Estado. Es por ello, que con la llamada “seguridad democrática”, se crearon
unidades militares para proteger la infraestructura del sector petrolero y minero, que junto con
el plan denominado “Recuperación Social del Territorio” llevó al ejército a 53 regiones donde
operan empresas mineras con el fin de protegerlas (Sankey, 2013).
Gracias a lo anterior, Colombia evidenció una mejoría en la economía, resultado de una
mayor confianza en el sector minero y de una mejor estabilidad política y de seguridad, razón
por la cual las concesiones mineras ascendieron a 7.4 millones de hectáreas que en comparación
con el gobierno de Pastrana (1996-2000) eran de 221 mil hectáreas de tierra (Fernández y
Valencia, 2010). Los sectores de minería y energía aumentaron diez veces entre el 2000 y 2010,
pasando de $466 millones a $4.5 mil millones de dólares; entre el 2006 y 2010, la producción
de carbón creció un 80% y el petróleo ascendió a un 36%; para el 2006 y 2010, la producción
de oro aumentó 340% (Ministerio de Minas y Energía, 2011).
2.3.2 Juan Manuel Santos 2010-2014: “Prosperidad para todos, más empleo, menos
pobreza y más seguridad”
El Plan Nacional de Desarrollo tuvo como objetivo consolidar la seguridad nacional y
alcanzar la paz, así como lograr un dinamismo económico regional que permitiera desarrollo
sostenible y crecimiento sostenido, más empleo formal, menor pobreza y mayor prosperidad
para toda la población. Para esto, se plantearon ocho ejes entre los que se destaca: innovación
en las actividades productivas y procesos de colaboración entre el sector público y privado;
buen gobierno en la ejecución de políticas públicas y programas sociales; relevancia
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internacional del país en los mercados internacionales; consolidación de la paz en todo el
territorio y funcionamiento eficaz de la justicia (DPN, 2020).
En el gobierno de Juan Manuel Santos se presenta la locomotora minero-energética
dentro del PND, la cual continuó con la apertura económica de los periodos predecesores y con
la política pública llamada “confianza inversionista”, en la que se otorgaron a las empresas
transnacionales todas las garantías necesarias para la inversión en aspectos como el tributario
y de regalías. Lo anterior, en concordancia con el diseño del Plan Minero Nacional (PMN) de
que este sector contribuyera al 6% del crecimiento económico anual del país (DNP, 2010).
Estas reformas contribuyeron a la construcción de un panorama favorable en la investigación
y desarrollo minero energético. De esta manera, la locomotora minera tuvo como objetivo
principal duplicar la producción de carbón, cuadruplicar la minería de metales preciosos, hacer
que Colombia se convirtiera en uno de los destinos de producción minera principal en América
Latina e incrementar la exploración tres veces para finalmente aumentar el PIB minero del país,
por encima del promedio latinoamericano (DNP, 2010).
Los flujos de inversión extranjera directa en el sector de minas y canteras fueron de
$1.838,5 millones de dólares en 2010 y $2.977,3 millones de dólares en 2013, la IED para el
sector de electricidad, gas y agua pasó de $42,5 millones de dólares en 2010 a $313,61 millones
de dólares en 2013 (UPME, 2015). Así mismo, después del primer año de su administración,
el presidente Juan Manuel Santos aumentó el número de concesiones mineras a 8.4 millones y
posteriormente abrió los distritos estratégicos mineros para subastar a los inversores
internacionales (Sankey, 2013).
Los gobiernos de Álvaro Uribe Vélez y Juan Manuel Santos señalaron que el desarrollo
minero es uno de los principales motores de la economía nacional. Con respecto a la
administración de Uribe Vélez, la confianza inversionista permitió una mayor entrada de
capitales extranjeros y además abrió las puertas a una reapertura económica; a esto se suman
las políticas de exenciones fiscales, y beneficios tributarios (eliminación de impuestos,
subsidios, entre otros) que favorecieron la entrada y consolidación de nuevos capitales. Por
otro lado, el gobierno de Santos utilizó estrategias orientadas al crecimiento y la productividad
para mejorar la economía a través de la implementación de la locomotora minero energética,
la cual tenía como fin aumentar la producción de materias primas y la consolidación de
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Colombia como un productor de energía en América Latina y brindar mayor relevancia en el
mercado internacional.

Figura 2:
Inversión extranjera directa

Fuente: Elaboración propia con base en el Banco Mundial.
Durante las dos administraciones de Álvaro Uribe se puede evidenciar la importancia
de la Inversión Extranjera, la cual se fomentó por medio de su política de confianza
inversionista, que brindó a las corporaciones internacionales un entorno seguro para que
invirtieran en el país. El crecimiento económico de Colombia durante este periodo fue de
aproximadamente un 4% anual, similar al de otros países de América Latina. La Inversión
Extranjera fue uno de los logros más importantes de este ex presidente, ya que durante los 8
años de gobierno creció un 50%, mientras en el resto de la región fue de un 20% (Salazar,
2010). Por otro lado, en el primer gobierno de Juan Manuel Santos se mantuvo la tendencia
positiva de crecimiento y se firmó el acuerdo de paz, que permitió que llegara mayor inversión
al país con el impulso de las cinco locomotoras de desarrollo propuestas, la cifra de inversión
extranjera al finalizar su mandato fue de $14.159 millones de dólares, un 125% mayor que en
2010 (El Tiempo, 2018).
Por otro lado, durante el primer periodo de gobierno de Uribe la producción de energía
primaria y la preferencia a este sector aumentó, con un crecimiento del 4,3% entre 2002 y 2006
(UPME, 2003). Seguido a esto, en el primer gobierno de Juan Manuel Santos hubo un
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crecimiento de inversión extranjera directa del 65,7% en el sector minero energético entre el
2010 y 2013 y la generación de electricidad pasó de 37.727 GWh en 2002 a 64.327,85 GWh
en 2014 (UPME, 2015), lo que representó un crecimiento de casi el doble durante los 12 años,
datos que muestran el crecimiento positivo y sostenido del sector energético en el mercado.
2.4 Jurisprudencia ambiental
A pesar de que la normativa del sector minero energético se creó con el fin de mejorar
la calidad de vida de las personas con proyectos que permitieran proveer de energía, agua y
otros servicios a la población, paralelamente se generaron conflictos debido a las diferentes
concepciones de términos como naturaleza, ambiente y desarrollo establecidos en las normas
y leyes vigentes, ya que fomentaban la explotación indiscriminada de los recursos naturales y
permitían que los intereses privados de empresas extranjeras y nacionales pudieran violar
derechos fundamentales como el tener un entorno sano.
En este sentido, la jurisprudencia en Colombia surge como una nueva forma en la que
se da mayor revisión e interpretación a los derechos fundamentales de los individuos, con el
objetivo de subsanar vacíos normativos, lagunas u otras problemáticas del derecho a fin de dar
un mayor sentido y criterio jurídico necesario para los jueces. La Corte Suprema de Justicia es
el máximo órgano judicial de la jurisdicción y, por tanto, es responsable de definir las normas
jurídicas en base a sentencias previamente resueltas con el fin de promover una mayor
seguridad jurídica (Bechara, 2017). Dicho esto, la jurisprudencia es definida según Álvarez
(2014) como:
En términos generales se entiende por jurisprudencia el conjunto de
resoluciones emitidas por los tribunales para solventar los conflictos que le son
sometidos a juicio. En términos particulares, la jurisprudencia es utilizada para
designar la interpretación de los preceptos legales que con carácter obligatorio
hacen los jueces. (p.52)
En este orden de ideas, la jurisprudencia ambiental aparece con el objetivo de aplicar
los derechos consagrados en el sistema internacional para proteger el medio ambiente y al ser
humano de las actividades contaminantes a través de políticas públicas que preserven estos
principios vitales. Es por ello, que en el marco de la Constitución de 1991, se promulgó una
nueva legislación basada en varios artículos sobre la protección a la naturaleza que introdujo
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el concepto de Constitución Ecológica4 que consta de 345 disposiciones que regulan la relación
entre sociedad y naturaleza, por tanto es a partir de esta que se empieza a discutir y dar
reconocimiento a la protección del medio ambiente partiendo desde el hecho de que su amparo
y protección nace a partir del ser humano, su dignidad, personalidad jurídica y desarrollo vital
(Calvo, 2014).
La legislación sobre normas ambientales, antes y después de la Constitución Política de
1991, puede referirse a leyes y decretos como la Ley 23 de 1973, que establecen alternativas y
estrategias para el mantenimiento de las normas ambientales, además de introducir una
regulación y recuperación de los recursos naturales; el decreto Ley 2811 de 1974 definió el
Código de Recursos Naturales y Protección del Medio Ambiente producto de la Declaración
de Estocolmo; la Ley 09 de 1979 estableció el Código Sanitario Nacional para el control de
residuos y materiales, por último la Ley 99 de 1993 especifica las normas y principios que
carecían de coherencia en la formulación de políticas ambientales (Ver anexo 2), por lo que a
partir de la formulación de esta ley comienza a tomar relevancia la protección del medio
ambiente por lo que se crea el Ministerio de Medio Ambiente, se reordena el sector público
encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y se organiza el Sistema Nacional
Ambiental (Rojas, 2012).
La sentencia C-126 de 1998 menciona como el Estado y la sociedad están obligados a
proteger el medio ambiente y asegurar su sostenibilidad como un principio de orden legal, que
le confía al gobierno la obligación de defender y preservar la riqueza natural del país y a la vez
disfrutar un ambiente sano como derecho que todo ser humano debe tener (Calvo, 2014). En
consecuencia, si el Estado no cumple con la protección de los derechos, ni la población con sus
deberes, los individuos y las grandes empresas encargadas de extraer recursos naturales, no
actuarán en pro del medio ambiente; por el contrario, generarán mayor contaminación a la
naturaleza, lo que traerá cada vez más casos en donde se vulnere la vida y la salud por habitar
en zonas no aptas para el ser humano.
El impacto del desarrollo en Colombia se evidencia a través de una concepción
exclusivamente económica que se basa en un modelo extractivista que explota constantemente
4

La Constitución Ecológica concibe al medio ambiente desde tres perspectivas: Como principio fundamental del
ordenamiento jurídico, como derecho de todas las personas a gozar de un medio ambiente sano, y como mandato
que contiene obligaciones para las autoridades y los particulares (Londoño, González, Fager, Gómez, Muñoz,
Alzate & Panesso, 2010, p.13).
5
Ver anexo
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los recursos naturales con el fin de mejorar la competitividad del país. Sin embargo, “el desafío
de entender el desarrollo desde un escenario multidisciplinar y holístico implica reconocer
también las aristas sociales, políticas, culturales y ambientales. En ese orden de ideas, la
dimensión ambiental tiene un papel fundamental para la construcción del desarrollo” (López,
Hernández & Méndez, 2019, p. 50)
Asimismo, se ha podido evidenciar a lo largo del tiempo, una tensión entre quienes
elaboran las leyes y quienes las interpretan, puesto que a pesar que estas se crean para la
protección de la población y los recursos naturales con el fin de brindar condiciones óptimas
para la vida de todos los seres vivos, estas normas no se cumplen debido a que las instituciones
encargadas de efectuar este papel evaden su responsabilidad, y por otra parte interpretan las
normas a conveniencia de los intereses privados de corporaciones para facilitar la ejecución de
proyectos extractivos, los cuales afectan las comunidades y los territorios causando la
vulneración de los derechos y libertades consagrados en la constitución.
A esto se suma, que en algunos casos las empresas privadas cuentan con mayores
beneficios como: el fácil otorgamiento de licencias ambientales y flexibilidad normativa, lo
cual en conjunto ocasiona un daño irreparable al medio ambiente ya que la mayoría de estas
empresas no cumplen a cabalidad con la reglamentación ambiental. De esta manera, se puede
decir que en Colombia existe una legislación ambiental débil y poco eficaz, y un modelo de
desarrollo que fomenta la explotación de recursos naturales lo cual ha generado paralelamente
una serie de conflictos que acentúan la desigualdad y la pobreza en la población.
2.5 Consideraciones Finales
La llegada del neoliberalismo a Colombia dio pie a la apertura económica del país a
través de las reformas y ajustes estructurales a las instituciones, esto permitió la elaboración de
políticas orientadas a fomentar el libre comercio, las privatizaciones, la flexibilización del
mercado y un entorno adecuado para la IED. Lo anterior sumado al contexto internacional del
boom de los precios en la década de los 2000 reorientó el desarrollo al sector extractivo, esto
fomentó la implementación de proyectos minero-energéticos y supuso una configuración de
las políticas públicas a este sector con el objetivo de posicionar al país como un productor de
energía eléctrica en la región.
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La normativa hidroeléctrica colombiana se ha modificado con la influencia del modelo
neoliberal que permitió la apertura económica, gracias a esta, se estructuraron, conformaron y
reglamentaron las principales instituciones encargadas de la creación de planes de desarrollo
del sector, así como del control y seguimiento de su crecimiento. Aunque la normativa
reglamentó en primera medida la estructura para la correcta aprobación de proyectos y
resguardo de los recursos hídricos, la apertura económica y las políticas para mantener la
confianza inversionista permitieron el arduo ingreso de empresas privadas a la producción y
control de estos recursos en el país. Los planes de desarrollo han incentivado la IED con el
propósito de aumentar el crecimiento económico e impulsar estos sectores en los que el Estado
tiene parte del control y las empresas privadas tienen intereses en los recursos públicos.
El medio ambiente ha tomado relevancia en las discusiones globales y las agendas de
las organizaciones y países debido a los impactos de las actividades realizadas por el hombre
como la minería a gran escala y la producción industrial, que generan daños en los ecosistemas
y en las comunidades. Es por ello que en Colombia la jurisprudencia ambiental se ha encargado
del contenido de los recursos naturales, su protección y defensa por medio de mecanismos de
participación como la consulta previa, derecho de petición, audiencias públicas o tutelas, a los
que se puede acudir para reivindicar derechos vulnerados por los Estados o empresas al
implementar proyectos que hacen uso intensivo del medio ambiente, con el fin de reparar
integralmente a la comunidad o individuo perjudicado.
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3. ESTUDIO DE CASO: HIDROELÉCTRICA EL QUIMBO DESDE LA
ECOLOGÍA POLÍTICA LATINOAMERICANA
Este capítulo presenta el caso de estudio de la hidroeléctrica El Quimbo. En primer
lugar, se describe las características generales de El Quimbo y los hechos más relevantes a lo
largo de la implementación, construcción y ejecución del proyecto. Segundo, se realiza una
breve descripción de los actores involucrados en el conflicto así como sus respectivos intereses
y posiciones. Tercero, se presentan las problemáticas ambientales y sociales causadas en las
comunidades aledañas a la represa. Cuarto, se presenta las diferentes acciones, movimientos y
organizaciones creadas a partir de la resistencia campesina para la defensa de sus derechos.
Para finalizar se presentan las consideraciones finales de este capítulo.
3.1 Contexto
Desde la década de los noventa, la construcción de grandes proyectos de infraestructura
e hidroeléctricas ha estado en manos del sector privado (nacional/extranjero) donde el Estado
actúa como intermediario que permite su implementación bajo la idea de que promueve el
desarrollo y el crecimiento, generando su vez mayor empleo, garantizando el suministro de
energía y la autosuficiencia energética del país. Por ende, en los gobiernos presidenciales de
Álvaro Uribe y Juan Manuel Santos se desarrolló una regulación del sector eléctrico que
permitió la participación del sector privado y ofreció garantías económicas para las inversiones
en infraestructura eléctrica, lo que consecuentemente involucra el surgimiento de conflictos
ambientales y sociales, entre otros (Salcedo & Cely, 2015).
En Colombia, el desarrollo del sector energético ha cobrado importancia a lo largo del
tiempo debido a los cambios importantes en las normas y regulaciones para que la generación
y comercialización eléctrica aumente. La producción de energía se desarrolla en gran parte por
centrales hidroeléctricas, que Endesa (2017) define como:
Las centrales hidroeléctricas son estructuras que permiten el aprovechamiento
de masas de agua en movimiento y las transforma en energía eléctrica utilizando
turbinas hidráulicas que se encargan de transformar en energía mecánica la
energía cinética, para de esta forma conducirla por la infraestructura de
transporte de energía eléctrica. (párr. 1)
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De esta manera, las hidroeléctricas utilizan las fuentes hídricas del país para satisfacer
la demanda de este servicio, por tal motivo el Estado permite que se implementen y ejecuten
proyectos de este tipo con mayor regularidad con el objetivo de asegurar el acceso, cobertura
y prestación de servicios públicos como la energía eléctrica. Para ello, existen diferentes
empresas que realizan funciones como la comercialización, distribución, generación y
transmisión de energía, que contribuyen a la expansión y crecimiento del sector para suplir la
demanda de energía eléctrica (Osorio, 2018). Este tipo de proyectos debe contar con la
aprobación de entidades locales y la comunidad, además de contar con una gran inversión de
capital, tecnología y estudios previos de viabilidad para su construcción y mantenimiento, a su
vez su ejecución genera grandes desafíos y riesgos considerables como impactos ambientales
y sociales, entre otros (Perdomo, 2017).
Los planes de desarrollo se han formulado bajo un modelo que depende en gran medida
de las exportaciones del sector minero y de hidrocarburos, así como de la llegada de inversión
de empresas extranjeras con el objetivo de crear oportunidades de empleo y disminuir la
desigualdad, es por ello que el gobierno ha impulsado numerosos proyectos energéticos a través
de procedimientos que permiten la adjudicación, subasta pública, declaratoria de utilidad
pública y el licenciamiento ambiental, que permiten haya una mayor flexibilidad para el
desarrollo de megaproyectos en los territorios en los cuales hay potencial de recursos (Ballén,
2014).
3.2 Datos generales de la hidroeléctrica
La hidroeléctrica El Quimbo está ubicada en el departamento del Huila entre la
cordillera central y oriental, a unos 70 kilómetros al sur de Neiva. La represa cuenta con 1.300
metros de aguas, y cubre un total de 8.586 hectáreas de tierras en seis municipios aledaños
como Gigante, Garzón, Altamira, El Agrado, Paicol y Tesalia. Además, la zona de construcción
del proyecto se localiza en un área que puede considerarse potencialmente afectada por la
erupción del Nevado del Ruiz, el cual en 1994 produjo una avalancha que causó el
desbordamiento del río Páez y afectó gravemente al embalse de Betania ubicado a 11
kilómetros río abajo de El Quimbo. Asimismo, la hidroeléctrica utiliza las aguas de los ríos
Suaza y Magdalena, por lo que tiene una capacidad instalada de 400 MW6 y una generación de
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2.216 Gwh/año7, que suministra el 4% de la energía del país (Comisión Internacional de
Juristas, 2016).
Figura 3:
Localización general del proyecto hidroeléctrico El Quimbo

Fuente: UPME, 2011.
3.3 Actores del conflicto El Quimbo
La potenciación del sector primario, ha permitido que grandes agentes empresariales
expandan sus actividades utilizando patrones agresivos de extracción de recursos naturales que
afectan los territorios y las comunidades, cómo resultado se generan altercados no solo con los
habitantes, si no con los gobiernos locales, los cuales deben actuar de manera inmediata en
respuesta a las exigencias de los individuos, así mismo las entidades de control en materia
ambiental, jurídica y social, deben hacer el seguimiento pertinente a lo sucedido y asegurar que
se cumplan con las medidas y que no se generen impactos en el medio ambiente y la
vulneración de otros derechos, es en este contexto que entran a converger los interés de todos
los actores en el conflicto, en donde cada uno debe propender por defender sus convicciones y
funciones.
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3.3.1 Gobierno Nacional
En 2015, Emgesa se vio obligada a cesar las operaciones de la central hidroeléctrica
luego de un fallo del Tribunal Administrativo del Huila, que estipulaba que las actividades en
la represa se suspenderían hasta que el proyecto no tuviera impacto en el medio ambiente ni en
la población, esta decisión fue apoyada por la Corte Constitucional, que derogó un decreto del
gobierno que apoyaba el funcionamiento de El Quimbo. Una vez eso sucedió, el presidente
Santos expresó desde Girardot que la decisión de los jueces podría afectar a millones de
colombianos y pidió que se levantara la restricción (El Tiempo, 2015).
La posición del Estado colombiano respecto a la ejecución de la hidroeléctrica El
Quimbo fue positiva, ya que mencionaba como a través de este proyecto se incentivaría la
inversión extranjera directa para estimular la economía nacional. La apertura del El Quimbo
significó entonces poner los intereses generales y privados por encima de los intereses de la
población perjudicada, lo que evidenció la ausencia del gobierno, el cual le dio la espalda a la
comunidad permitiendo la construcción de la hidroeléctrica (Macías, 2013).
3.3.2 Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MAVDT)
Es la máxima instancia ambiental y el principal regulador de cualquier megaproyecto
que se lleve a cabo en el país. En proyectos regula la infraestructura y el uso de los recursos
naturales que causan impactos ambientales, bajo la idea del desarrollo sostenible. Es un órgano
de control de las Corporaciones Autónomas Regionales (como la Corporación del Alto
Magdalena) encargado de otorgar licencias ambientales, y de realizar los seguimientos
adecuados para asegurar su cumplimiento y efectividad. En el caso de El Quimbo, en 1997 se
presentaron tres alternativas para aprovechar los cañones del río en las montañas de los Andes
para generar electricidad, el cual fue rechazado, sin embargo, en 2008 Emgesa volvió a solicitar
la licencia ambiental para la hidroeléctrica al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial (MAVDT) y con base a nuevos estudios de impacto y viabilidad se inició el proceso
de concesión de la licencia ambiental a la empresa (El Tiempo, 2009).
3.3.3 Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA)
Es una dependencia del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, hace
seguimiento a proyectos y obras que necesiten de licencias o permisos ambientales para que se
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cumpla con la normatividad ambiental exigida, además es la encargada de la administración
del Sistema de Licencias Ambientales (SILA) por ende, tiene la facultad de abrir procesos de
investigación para sancionar las irregularidades (Ballén, 2014).
En 2009 se suspendió temporalmente la licencia ambiental debido a ciertas
irregularidades en el otorgamiento de la licencia y en los planes de mitigación de impacto tanto
social y ambiental, además de un mal proceso de consulta previa y censo a la población
perjudicada. Sin embargo, poco tiempo después fue otorgada la licencia a pesar de que los
estudios demostraban que no era factible el proyecto por los impactos que causaba (Diario el
Huila, 2014). Esto evidencia un tratamiento favorable y flexible que permite que se realicen
proyectos de este tipo por encima de todo. Cabe mencionar que la mayoría de informes de
ANLA son a favor de la empresa.
3.3.4 Emgesa
Emgesa fue una empresa que surgió en Colombia a partir de una capitalización con la
Empresa de Energía de Bogotá, además es una filial de la Empresa Comercializadora de
Energía el Departamento y Bogotá - Codensa S.A.E.S.P (Cepal, 2011). El principal objetivo
de Emgesa es la generación y comercialización de energía eléctrica, su llegada al país
representó la consolidación de un modelo extractivista que reconfigura la economía periférica
y genera crecimiento económico. En 2008, el Estado entregó el proyecto hidroeléctrico El
Quimbo a Emgesa por medio de la subasta pública de generación de energía, hecho que
convirtió la hidroeléctrica en el primer proyecto del país construido y administrado por una
empresa privada, lo que reflejó una relación entre el Estado y la empresa energética extranjera,
provocando una clara pérdida de soberanía en los sectores estratégicos nacionales. No obstante,
Emgesa plantea que ha cumplido con la mayoría de compromisos y compensaciones sociales
y ambientales a la población perjudicada, por lo que tiene el derecho de continuar con el
proyecto (Molano, 2009).
3.3.5 Asoquimbo
La Asociación de afectados por El Quimbo (Asoquimbo) es una organización que inició
el proceso contra la imposición de la hidroeléctrica El Quimbo, creada para la defensa y la
permanencia en el territorio, ha marcado la lucha contra el proyecto y liderado la resistencia y
la movilización social de las víctimas de un modelo extractivo. Esta organización ha marchado
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en resistencia por la destrucción del ecosistema y por el despojo, y está integrada por
campesinos, pescadores, artesanos, jornaleros, entre otros (Asoquimbo, s.f). Sus plantones y
protestas se han hecho notorias como la movilización convocada el 30 de junio como “el día
del mayor ecocidio en la historia de Colombia” en la cual Míller Dussán, representante de este
colectivo, académico opositor al proyecto hidroeléctrico declaró el proceso de llenado de la
Hidroeléctrica como una acción violenta e ilegal del gobierno de Santos y la ANLA (Diario del
Huila, 2015).
La comunidad afectada en general ha presentado su preocupación y postura negativa
ante la construcción de la hidroeléctrica. Asoquimbo ha citado y promovido reuniones con
diferentes entidades nacionales e internacionales para denunciar y solicitar apoyo frente a la
situación de El Quimbo y ha convocado a otras organizaciones a que se inste al Estado
colombiano a declarar que existe una demora en los plazos de los proyectos minero-energéticos
y que es necesario establecer mesas de trabajo con los afectados y autoridades (Dussan, 2017).
3.3.6 Gobierno local
El gobierno local vio el proyecto de El Quimbo como la forma de alcanzar la
prosperidad y el acceso y cobertura de servicios como la energía eléctrica en el departamento,
por ello se convirtió en socio del proyecto. Según Miller Dussan, el gobernador del Huila
presionó y comprometió a los alcaldes para firmar actas en favor de Emgesa, y por otro lado se
ofreció a la población compensaciones y beneficios a cambio de controlar el agua y el territorio,
también se evidenciaron sobornos encubiertos y corrupción en todo el proceso. Alcaldes como
el de Paicol, por orden de Emgesa, a través de su administración contribuyeron con el desalojo
de los pobladores de sus predios mientras el alcalde de Gigante solicitaba la suspensión del
proyecto por los daños causados al ambiente y a las comunidades (Dussan, 2017). De estas
diferentes perspectivas se puede inferir que cada alcalde tomó una posición con respecto al
proyecto, unos ejercieron la soberanía y autonomía de los recursos y el territorio de sus
municipios como otros facilitaron las acciones de Emgesa sin ninguna objeción.
3.3.7 Autoridades departamentales: Corporación Autónoma del Magdalena (CAM)
“La Corporación Autónoma del Magdalena (CAM) es un ente corporativo de carácter
público encargado de administrar el medio ambiente y propender por el desarrollo sostenible
del Magdalena” (Corporación Autónoma del Magdalena, s.f., párr.1) cuenta con autonomía
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administrativa y financiera. Desde el licenciamiento de la hidroeléctrica El Quimbo hubo
desacuerdos entre la CAM y la ANLA. El primer desacuerdo fue en 2014 cuando la CAM
solicitó a la ANLA suspender temporalmente el aprovechamiento forestal hasta que se
tramitará el permiso de levantamiento de veda8, no obstante, la ANLA afirmó que esto no era
una obligación establecida en la licencia ambiental, de modo que a partir de la resolución 2134
del 20 de octubre la CAM emite una orden para suspender el aprovechamiento forestal (Leal,
2017).
Posteriormente, la ANLA permitió que la empresa pudiera desacatar la medida en
donde la CAM suspendió temporalmente el proyecto de acuerdo con las resoluciones 1349 de
2011 y 1503 de 2015 hasta que se retirara por completo la biomasa (Lourdes y Castaño, 2016).
A partir de esto se puede concluir que a pesar que la CAM emitió diferentes acciones para que
la empresa cumpliera con los compromisos pactados, la ANLA levantó cada medida,
obstaculizando el procedimiento y de esta forma beneficiando a Emgesa para continuar con la
operación.
3.3.8 Organismos de control: Defensoría del Pueblo y Procuraduría
La Defensoría del Pueblo es un organismo que se encarga de velar por los derechos de
los habitantes frente a amenazas y acciones ilegales e injustas (Defensoría del pueblo, s.f).
Mantuvo una constante preocupación por la posible vulneración de derechos en el
departamento, y exigió adoptar medidas urgentes para que Emgesa cumpliera con sus
compromisos contenidos en la resolución 899 de 2009, con la que se otorga la licencia. En
varias ocasiones el defensor del pueblo afirmó que la empresa había incumplido con sus
obligaciones y que era necesario una adecuada reparación a los pobladores y de la misma forma
evitar que se vulneraran más derechos. Por otro lado, la procuraduría es el máximo organismo
del Ministerio Público que tiene como responsabilidad vigilar el actuar de los servidores
públicos (Procuraduría, s.f), este hizo presencia y ejerció control varias veces en el
departamento del Huila reclamando justicia para el pueblo huilense al igual que la Defensoría
en los casos donde las personas fueron afectadas (Gobernación del Huila, 2016). En la siguiente
figura se ilustran los intereses de cada uno de los actores involucrados en el conflicto de El
Quimbo, tanto actores de la comunidad, el Estado y el gobierno local del Huila.
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Figura 4
Intereses de los involucrados en el conflicto de la hidroeléctrica El Quimbo
ACTORES

INTERESES

Gobierno Nacional

Incrementar la generación de energía eléctrica para suplir la demanda
de energía a nivel nacional y exportar a los países vecinos. Garantizar la
seguridad de la inversión de capital de la empresa en el proyecto.

Ministerio de Ambiente
y Desarrollo Sostenible
y ANLA

Emgesa

Asoquimbo

Facilitar el proceso de otorgamiento de la licencia ambiental, sin tener
en cuenta que los estudios técnicos y ambientales demostraron que el
proyecto no era viable.

Generar energía eléctrica en el mercado mayorista con el fin de ser líder
a nivel nacional. Además, de obtener beneficios económicos.
Defender los derechos civiles, económicos sociales y culturales de los
afectados y hacer cumplimiento de las obligaciones y compensaciones
por parte de la empresa a la comunidad.

Gobierno Local

Atraer empresas que incentiven el desarrollo del departamento a través
de inversiones y generación de empleo.

CAM

Defender y regular el proyecto de El Quimbo en materia ambiental, para
que este factor se tenga en cuenta en todas las decisiones que se tomen.

Proteger y prevenir a la población de la vulneración de derechos por
Defensoría del Pueblo y parte de Emgesa y del Estado.
Procuraduría

Fuente: Elaboración propia.
La potenciación del sector primario, ha permitido que grandes agentes empresariales
expandan sus actividades utilizando patrones agresivos de extracción de recursos naturales que
afectan los territorios y las comunidades, cómo resultado se generan altercados no solo con los
habitantes, sino con los gobiernos locales, los cuales deben actuar de manera inmediata en
respuesta a las exigencias de los individuos, así mismo las entidades de control en materia
ambiental, jurídica y social, deben hacer el seguimiento pertinente a lo sucedido y asegurar que
se cumplan con las medidas y que no se generen impactos en el medio ambiente y la
vulneración de otros derechos, es en este contexto que entran a converger los interés de todos
los actores en el conflicto, en donde cada uno debe propender por defender sus convicciones y
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funciones.
Figura 5:
Posiciones de los diferentes actores de la hidroeléctrica El Quimbo

Fuente: Elaboración propia.
La anterior figura, representa a través de una balanza la posición predominante a favor
de la implementación y operación del proyecto en el conflicto de la hidroeléctrica El Quimbo.
De acuerdo a sus acciones y declaraciones, se han clasificado los diferentes actores dentro de
un esquema de posiciones, dividido en tres categorías principales las cuales son: en contra del
proyecto, a favor y por último la posición neutral. De acuerdo con la figura, se infiere que el
Gobierno local (Huila) acorde a sus acciones ha demostrado tener intereses compartidos, es
decir, tiene una posición en contra y a favor del proyecto. En la posición en contra se encuentra
Asoquimbo, la organización local líder de la resistencia la cual ha convocado a movilizaciones
y mesas de concertación nacional para visibilizar y denunciar las problemáticas causadas, otro
actor que comparte la misma postura es la CAM, que ha declarado la presencia de anomalías
durante el proceso y puesta en marcha de la hidroeléctrica.
Dentro de la posición neutral está la Procuraduría General y la Defensoría del pueblo,
encargados de notificar y recibir las quejas de violación de derechos que se puedan llevar a
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cabo. Por otro lado, los actores a favor del proyecto son el Gobierno Nacional, el MADVT, la
ANLA y Emgesa, quienes abogan por la puesta en marcha de megaproyectos con el fin de
generar desarrollo en el país a través de la explotación en algunos casos desmesurada de los
recursos naturales, a pesar de que las instituciones del gobierno buscan velar por los derechos
de los ciudadanos y el medio ambiente, en este caso particular se evidencia que estas entidades
están a favor de los intereses de la multinacional, y en diversas ocasiones sobrepasan las normas
vigentes para que el proyecto continúe sin ningún inconveniente.
3.4 Cronología del proyecto
En la década de los 90, el gobierno empezó a considerar la alternativa de crear un nuevo
proyecto hidroeléctrico en el departamento del Huila. El 30 de agosto de 1993, el Instituto
Colombiano de Energía Eléctrica (ICEL), realizó el financiamiento para el estudio de
factibilidad para la hidroeléctrica El Quimbo, esta entidad fue un ente importante para apoyar
la construcción de este proyecto y mejorar el sistema eléctrico del país (El Tiempo, 1993). En
el año 1997, la Central Hidroeléctrica Betania inició el trámite de licencia para la hidroeléctrica
El Quimbo, pero el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial (MAVDT)
mediante el Auto 517 del 3 de julio del mismo año determinó que el proyecto no era viable
debido al impacto social que generaría afectar las tierras consideradas de gran potencial
agrícola y actividad productiva (Resolución 0899, 2009).
En el año 2008 mediante la resolución 321, el Ministerio de Minas y Energía en
respuesta a la solicitud G.G. 394 de la empresa Emgesa S.A ESP declaró de utilidad pública e
interés social los predios necesarios para el proyecto El Quimbo y emitieron un concepto
favorable en las áreas delimitadas relacionadas en la resolución y respaldados de los artículos
16 de la ley 56 donde se declara de utilidad pública los predios para planes y ejecución de obras
destinadas a la generación y transmisión de energía y la ley 142 en su artículo 56 que declara
de utilidad pública la ejecución de obras para prestación de servicios públicos y la adquisición
de espacios suficientes para garantizar la protección de estas. Así mismo, mediante esta
resolución el ministerio le otorga a la empresa Emgesa el poder de decretar las expropiaciones
e imposición de las servidumbres necesarias de las áreas establecidas para el proyecto
(Resolución 321, 2008).
Durante el mismo año el Ministerio de Ambiente se pronunció frente al requerimiento
de Emgesa, descartando la necesidad de presentar un Diagnóstico Ambiental de Alternativas
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(DAA) para la puesta en marcha del Proyecto Hidroeléctrico El Quimbo y declaró que
estableció algunos términos de referencia para la elaboración de un estudio de impacto
ambiental. Además, el Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial dispuso iniciar
rápidamente el trámite de la licencia ambiental para la multinacional destinada a la realización
del proyecto (Resolución 321, 2008) (Auto 1129, 2008).
El 15 de mayo de 2009, por medio de la resolución 899 el Ministerio de Ambiente,
Vivienda y Desarrollo Territorial otorgó la licencia ambiental para la hidroeléctrica El Quimbo
a la empresa Emgesa bajo una serie de restricciones y condiciones. Estableció en el artículo
décimo segundo que la empresa debería incorporar todas las obligaciones de carácter ambiental
y una propuesta de valoración económica de los impactos causados por el proyecto con el fin
de ser remitidas para aprobación del Ministerio, estas deberían ser de manera integral, teniendo
en cuenta el conjunto de recursos afectados y sus implicaciones para la sociedad, tanto local
como regional, la cual tendría un plazo de un año después a partir de la ejecución de la
resolución (Resolución 0899, 2009).
En el año 2009 con la resolución 1628 se modificó esta licencia definiéndose un área
de compensación ambiental. Luego en 2010 mediante Resolución 1814 se realizó otra
modificación de la licencia donde se redujo el área de compensación ambiental a 18.561
hectáreas, eliminando la compensación en compra de predios en las partes altas de las cuencas
abastecedoras de acueductos. La Resolución 2766, del 30 de diciembre de 2010 del MAVDT,
adicionó algunos sitios de ocupación de cauce, autorizó la extracción de material de cantera y
arrastre, y estableció las obligaciones respectivas. La tercera modificación de la licencia fue a
través de la resolución 971, del 27 de mayo de 2011, el MAVDT autorizó que se construyera
una vía industrial por la orilla izquierda del río Magdalena y obras relacionadas (Comisión
Internacional de Juristas, 2016).
En el año 2010 Emgesa inició la construcción de la hidroeléctrica El Quimbo y sus
instalaciones, después de la aprobación de la licencia ambiental número 150509. Pero en el año
2015 con el auto del 5 de febrero de 2015, dentro de la acción popular no. 41001233300020140052400 el Tribunal Administrativo del Huila, decreto a Emgesa una medida cautelar de no
iniciar la actividad de llenado del embalse de El Quimbo hasta que no se lograra el caudal
óptimo de aguas, medida cautelar que mediante el auto del 11 de junio de 2015 declaró que el
caudal mínimo de aguas debía garantizarse durante todo el año. Finalmente, mediante el auto
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del 17 de julio del mismo año en el tribunal, se modificó la medida cautelar y se ordenó detener
la generación de energía del proyecto y que la empresa debía retirar el material forestal y la
biomasa arrojada al río Magdalena antes de alguna acción de llenado (Resolución 0740, 2017).
El 6 de octubre con el decreto 1979 de 2015 se autorizó el inicio de generación de
energía eléctrica en la hidroeléctrica después de que el presidente estableció mediante el
Decreto 1770 de 2015 un estado de emergencia económica, social y ecológica en los
municipios de la región del Huila después del cierre de fronteras con Venezuela (Decreto 1979,
2015), acción que iba en contra de la medida que había tomado el Tribunal Administrativo. El
23 de noviembre de 2015, la Procuraduría General de la Nación mediante el concepto 006011
solicitó a los magistrados de la Corte Constitucional declarar el decreto 1979 de 2015
inexequible, declarando que aunque el objetivo del gobierno de autorizar el funcionamiento de
la hidroeléctrica era razonable, no había sido el medio correcto para lograrlo y que era
inconstitucional ya que no tiene relación directa e inmediata a los motivos que dieron lugar al
Estado de emergencia (Procuraduría General, 2015).
Después de que detuvieran el llenado de El Quimbo, el 10 de diciembre de 2015, la
Corte Constitucional declaró inexequible el Decreto No.1979 de 2015, por medio del cual el
Presidente de la República autorizó el inicio de operaciones de la hidroeléctrica El Quimbo. La
Corte declaró que el Gobierno no evaluó los costos ambientales, alimentarios, sociales,
culturales y económicos que acarreaban su decisión hacia el ambiente y la población y que la
medida era desproporcionada por no ponderar otras posibilidades eventualmente menos
costosas (Sentencia C-753, 2015).
3.5 Problemáticas de la Hidroeléctrica El Quimbo: ambientales y sociales
En el país durante los últimos años se ha vivido un proceso de resistencia y oposición
a la construcción de industrias extractivas en los territorios, ya que se han profundizado los
conflictos vinculados a este tipo de actividades, entendidos como las luchas de ciertos grupos
frente a los efectos de la contaminación y la extracción de recursos naturales, por lo cual las
personas expresan sus críticas y realizan protestas para visibilizar las problemáticas causadas
(Kousis, 1998). Se puede inferir entonces, que las políticas que fomentan el extractivismo no
han generado el desarrollo esperado; por tanto, han acentuado la pobreza y disminuido las
condiciones en las que viven los individuos, debido a los problemas ambientales y sociales
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causados por las intervenciones en la naturaleza, las cuales ponen en riesgo el cumplimiento
de los derechos de las poblaciones presentes y futuras.
En el proyecto hidroeléctrico El Quimbo se produjeron diferentes beneficios: primero,
una suma importante de ingresos debido a la producción, venta y exportación de energía a
Colombia y a países vecinos latinoamericanos (Trujillo, 2012); segundo, creó empleó a
personas del área de influencia directa a este proyecto (Emgesa, 2017); tercero, El Quimbo
creó cuatro tramos de vías en el departamento, dentro del que se encuentra uno de los viaductos
más largos de Colombia, además de mejorar la conectividad eléctrica y las telecomunicaciones
de la región (Emgesa, 2017). No obstante, al mismo tiempo este megaproyecto generó una serie
de problemáticas ambientales y sociales, el origen de este conflicto surge por el incumplimiento
de los compromisos acordados tanto de la empresa como del Estado, además de evidenciarse
una falta de planificación y viabilidad del proyecto que contribuyen a que se presenten
situaciones sanitarias que agudizaron los impactos y la vulneración de los derechos humanos
de la población.
3.5.1 Problemáticas Ambientales
La hidroeléctrica El Quimbo ha generado una serie de conflictos ambientales los cuales
iniciaron antes de su construcción, siendo el proceso de licenciamiento y la adjudicación el
primer enfrentamiento entre la comunidad y Emgesa debido al incumplimiento de la normativa
para la adjudicación y la aprobación de la licencia ambiental en donde fueron notorias varias
irregularidades como: 1) la declaración de tierras para embalses como terrenos de utilidad
pública, sin consultar ni informar previamente a la población y 2) la aprobación de la licencia
después de que el Estado e instituciones recomendaron su no aprobación. Estos hechos,
llevaron a la población campesina, a las autoridades municipales a realizar acciones que
defendieran sus intereses y los de la comunidad afectada debido a que la multinacional no
estaba cumpliendo con las responsabilidades asignadas en la licencia ambiental ni con las
compensaciones ambientales correspondientes (Vanegas, 2018).
El proyecto hace uso intensivo del agua como generador de energía, que tiene como fin
crear condiciones económicas óptimas para mejorar la prestación de servicios públicos en el
departamento del Huila, así como incentivar la llegada de la inversión extranjera al país. No
obstante, la construcción de la hidroeléctrica generó una serie de problemáticas ambientales
que incluyen: primero, el incumplimiento por parte de Emgesa en la restitución de 5.300
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hectáreas destinadas a jornaleros, mayordomos, pescadores, entre otros, para la producción,
trabajo, sustento

y alimentación (Asoquimbo, 2015); segundo, deforestación de

aproximadamente 11.000 hectáreas de bosque seco tropical, de las cuales 3.000 pudieron haber
sido taladas de manera ilegal (Lourdes y Castaño, 2016); tercero, desalojo y desplazamiento a
la población asentada en ese lugar, lo cual incidió directamente en la ruptura de la cadena
productiva de la zona (Dussán, 2017).
Cuarto, contaminación en las fuentes hídricas debido a restos de árboles talados,
pólvora y otros químicos desechados (Comisión Internacional de Juristas, 2016); quinto,
cambios en los ecosistemas y afectaciones a la fauna y flora de la Reserva Forestal Protectora
de la Amazonia y del Macizo Colombiano (Asoquimbo, 2015); sexto, sustracción de 7.483
hectáreas de área de reserva forestal amazónica, aprovechamiento forestal de 3.934 hectáreas,
pérdida de la cobertura vegetal de 3.363 hectáreas y 530.000 m3 de madera que se aprovechó
y de los cuales 47.000 m3 no se utilizó correctamente porque se inundaron por la represa, este
impacto no ha sido todavía compensado por parte de la multinacional; séptimo, se registraron
cambios en el uso del suelo, pérdidas de tierras y erosión de 8.250 hectáreas; por último, hubo
cambios y alteraciones en la calidad del agua ya que se presentó disminuciones de los caudales
ecológicos y de oxígeno (Resolución 0899, 2009).
La construcción de El Quimbo cambio y alteró el hábitat natural de las especies que
habitaban cerca de la hidroeléctrica, debido a que el llenado de la represa, la deforestación y
las alteraciones del ciclo hídrico afectaron directamente a ecosistemas terrestres y acuáticos
que hacían parte del sustento alimenticio de la comunidad y de la forma de vida de los
habitantes, además provocó la extinción de especies de flora y fauna y alteró la actividad
piscícola y agrícola de la comunidad. Asimismo, la inundación de 8.586 hectáreas sumergió
ecosistemas naturales, áreas de interés arqueológico donde se analizaba restos antiguos de la
época colonial y tierras fértiles dedicadas a la producción agropecuaria de cultivos de frutas,
arroz, maíz, soya, entre otros, de estas hectáreas inundadas 5.300 eran de producción agrícola
y 2.000 eran parcelas de municipios de Agrado, Gigante, Garzón, Tesalia, Altamira y Paicol
(Hermosa, 2018).
Cabe destacar que la multinacional invirtió $103.300 millones para implementar la
restauración ecológica de 11.079 hectáreas, rescatando 26.000 animales y 45.000 peces
(Valenzuela & Serna, 2016). Sin embargo, en las compensaciones realizadas, se evidenciaron
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tres fallas principales: primero, se hizo referencia al aprovechamiento forestal incompleto en
donde menos de 47.000 m3 de madera no se utilizaron para el llenado del embalse; segundo,
los datos proporcionados sobre la liberación de fauna y flora fueron insuficientes por tanto, no
se aseguró que se siguiera un procedimiento correcto; por último, se presentaron diversos
desacuerdos entre autoridades ambientales como la Corporación Autónoma Regional del Alto
Magdalena (CAM) y la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) en cuanto a la
administración de recursos naturales y el cumplimiento de normas (Leal, 2017). Por lo anterior,
los datos proporcionados por Emgesa no permitieron que se lograra un seguimiento adecuado
a las operaciones de reparación que permitía determinar si sus acciones fueron eficientes.
3.5.2 Problemáticas Sociales
Desde la puesta en marcha del proyecto de la hidroeléctrica El Quimbo se generaron
diferentes inconvenientes y altercados entre los actores del conflicto: la empresa Emgesa, el
Estado y los damnificados del proyecto representados por la Asociación de Afectados por la
Hidroeléctrica El Quimbo (Asoquimbo), entre los inconvenientes más relevantes se encuentra
que la población perjudicada por el proyecto no fue incluida en su totalidad en el censo
realizado por la empresa, para el año 2013 se habían realizado más de 10.000 peticiones para
que fueran incluidos en el registro de damnificados y así recibir dichas compensaciones
(Naranjo, 2014).
Existieron tres momentos importantes que causaron conflictos en la comunidad: el
primero, cuando se declara la utilidad pública de la hidroeléctrica en 2008, lo que impide que
las personas puedan renovar sus créditos para sus cultivos; segundo, la compra de los terrenos
por parte de Emgesa en los años 2010, 2011 y 2012, lo que ocasionó la pérdida de empleos de
mayordomos, jornaleros y pescadores y que se entregaran las tierras a cierta parte de los
afectados en la figura de comodato, es decir el préstamo de terrenos a los patrones por un
tiempo determinado; y por último, el proceso de aplicación de las compensaciones, el cual
clasificó a la población en dos grupos: propietarios, los cuales tenían derecho a tierras o a la
compensación del valor catastral de estas y los no propietarios (La Nación, 2013).
Las tierras que fueron compradas se clasificaban de dos formas: las improductivas, es
decir las que eran rentadas o participaban de otras actividades, la compra de estos terrenos
generó que los trabajadores de estas tierras o los que vivían de ellas se vieran perjudicados
puesto que perdieron el lugar donde interactuaban. Por otro lado, las tierras productivas eran
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aquellas donde se realizaban actividades como cultivos, crianza de peces, producción de
maderas a pequeña y mediana escala, en este caso los propietarios se resistieron a vender sus
propiedades, pero la declaración de utilidad pública del proyecto en 2008 los obligó a venderlas
de manera rápida. Los que eran no propietarios reclamaban una compensación monetaria o un
empleo en las obras del proyecto por las afectaciones, los propietarios exigían el valor real de
sus tierras mientras que otra parte de los afectados se resistían a aceptar lo ofrecido por Emgesa
por lo que realizaron diferentes protestas en contra del proyecto (Salcedo y Cely, 2015).
Varios líderes de Asoquimbo afirman que una de las afectaciones más graves a raíz del
proyecto El Quimbo ha sido el desplazamiento de los habitantes de las zonas de influencia a la
hidroeléctrica, lo que dejó sin empleo aproximadamente a 1.704 trabajadores debido a la venta
de las fincas para ser inundadas, lo cual detuvo la economía, ya que se dejó de producir en las
grandes fincas y esto a su vez paralizó la cadena productiva de la región. Así mismo, el proceso
de censo tuvo diferentes inconvenientes, uno de ellos es que no se incluyó a toda la población
afectada y hubo incumplimientos de la empresa con las compensaciones que debían entregar a
los afectados, también otra de las consecuencias fue el rompimiento y descomposición de
prácticas como el trueque de pescado por comida, adicional a ello las personas que habían sido
jornaleras o campesinos tuvieron que cambiar de trabajo o dedicarse a oficios diferentes a los
que siempre habían estado acostumbrados (Naranjo, 2014).
La construcción de este proyecto generó que se abrieran prostíbulos, aumentaran los
hurtos y el consumo de drogas, la militarización del territorio para cuidar las obras de la
empresa y el incremento de personas foráneas en la región atraídas por la expectativa de un
trabajo en las obras de la hidroeléctrica. Los afectados reiteran que el dinero que les ofreció
Emgesa no compensa el daño causado, ya que sus vidas cambiaron por completo y se les
destruyó su tejido social (convivencia con amigos, vecinos, trabajadores, etcétera.), las
relaciones que tenían con el río Magdalena y la tranquilidad de estar en sus tierras (Diario del
Huila, 2015).
3.6 Resistencia campesina
La resistencia a la hidroeléctrica comenzó a principios de la década de los 2000 cuando
el proyecto empezó a tomar forma y consistencia, la multinacional Emgesa al inicio se
comprometió en compensar a la población afectada por la construcción de la hidroeléctrica, ya
que había familias que dependían de las actividades en el río Magdalena y otras que se verían
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afectadas por la inundación de grandes extensiones de tierra. A causa de las acciones e
incumplimientos por parte de la multinacional y entidades privadas, la comunidad creó
organizaciones para la defensa y cumplimiento de sus derechos y territorios, dentro de estas se
destaca Asoquimbo creada como un escenario de resistencia de los pobladores para defender
el territorio de las imposiciones interpuestas por la administración del ex presidente Uribe
(Segovia, 2019).
Asoquimbo nace bajo la premisa de blindar y cohesionar la resistencia que se vivía en
otras zonas como Garzón, Gigante y Agrado con el fin de visibilizar las problemáticas
ocasionadas por la hidroeléctrica. Algunas de las acciones ejecutadas por la organización
fueron: 1) proponer convertir a la región de El Quimbo como una reserva campesina; 2)
ejecutar el primer encuentro de soberanía energética y alimentaria sustentable; 3) realizar el
plan de acción 2010 de Asoquimbo; y 4) movilización del 14 de mayo de 2010, este último
desarrollado en el marco de las medidas legales tomadas para realizar la manifestación
pacíficamente. Igualmente, esta organización incide no solo a nivel interno de la comunidad,
sino también a nivel regional y nacional, junto a otros movimientos de resistencia como el
Movimiento por la Liberación de la madre tierra del CRIC (Consejo regional indígena del
Cauca), el Movimiento Ríos Vivos (Movimiento Colombiano en defensa de los territorios y
afectados por las represas), los cuales luchan contra la política minero-energética del país
(Macías, 2013).
Las acciones de protestas se deben a las problemáticas ambientales y sociales causadas
por la hidroeléctrica, dentro de estas se recuerda la ocurrida en 2011 en donde las comunidades
campesinas reclamaron el incumplimiento de los acuerdos de las mesas de concertación hechas
por Emgesa, debido a que la construcción del proyecto produjo varios efectos negativos como
la pobreza y el olvido de la población rural. Asimismo, la comunidad no contaba con una
política pública que los respaldara y protegiera de las infracciones, cambios en los
compromisos acordados o violaciones a los derechos humanos cometidos por parte de la
multinacional. Como consecuencia, surgieron más procesos organizativos, movimientos
sociales y organizaciones que actuaran en defensa y protección de la comunidad, al mismo
tiempo los actos de violencia fueron aumentando a causa de la falta de respuestas y garantías
para las familias damnificadas contando además de que surgieron grupos al margen de la ley
que combatían con la fuerza pública (Pinilla, Gutiérrez & Riaño, 2016).
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Otra acción para recordar fue la que tuvo lugar en 2012 entre la población defensora
del territorio y la coalición privada afiliada a Emgesa, en la que policías antidisturbios
confrontaron a integrantes de Asoquimbo con gases y armas dejando a varios heridos y
lesionados, el periodista Bladimir Sánchez Espitia reveló un video de los hechos en donde
evidenciaba la brutalidad con la que se trataba a los manifestantes, este se tituló “¡El video que
el gobierno colombiano no quiere que veamos! Desalojo en el Huila”9, a causa de la publicación
de este video, el periodista fue amenazado y obligado a dejar su casa (Segovia, 2019).
La comunidad campesina ha impuesto diversas solicitudes de intervención, derechos
de petición y denuncias impuestas por individuos y miembros de Asoquimbo. Pero es hasta la
expedición de la sentencia T-135 de la Corte Constitucional del 2013, que se definen varias
tutelas, acciones populares y demandas interpuestas por la población afectada, gracias a que
organizaciones, movimientos, gremios, pescadores y la comunidad argumentaron como el
proyecto El Quimbo vulneraba derechos humanos como la vida, la salud, el trabajo, entre otros,
por ende la Corte exigió a la multinacional Emgesa la realización de un nuevo censo y la
compensación de las familias damnificadas por la ejecución de la hidroeléctrica (Pérez, 2015).
Además de las diversas movilizaciones y acciones colectivas la población afectada
realizó diferentes gestiones administrativas y las demandas establecidas en contra del proyecto,
entre las cuales se encuentra, la acción de nulidad presentada por el Centro de Estudios para la
Justicia Social (Tierra Digna) el 10 de noviembre de 2014 (Areiza, 2019). Gracias a esta acción
de nulidad se contribuyó a revelar la precaria caracterización de impactos y sus afectados que
ha marcado la ejecución de este proyecto. El 06 julio del 2015 un grupo de más de 50 personas
salieron a marchar antes de que se habilitará la hidroeléctrica para su funcionamiento, con el
fin de mostrar su inconformismo con el proyecto, debido a los cambios de las resoluciones por
las cuales es modificada la licencia y el aumento de hectáreas para el proyecto (Diario del
Huila, 2015).
Con la resistencia campesina, se crearon movimientos que evidenciaron la necesidad
de la población afectada por ser escuchada y apoyada. Gracias a las protestas de los campesinos
por el cambio de sus actividades y el despojo de sus tierras, junto con Asoquimbo y otras
organizaciones se realizaron asambleas, marchas e incluso paros para defender sus derechos.
Sin embargo, a pesar de que se difundieron las problemáticas y conflictos causados por la
9

https://www.youtube.com/watch?v=BFv4HG8ALeA
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hidroeléctrica y se realizaron acciones legales para defender a los afectados, hoy en día
continúa la lucha para solucionar y satisfacer los intereses y necesidades de las poblaciones
perjudicadas.
3.7 Consideraciones Finales
Los gobiernos latinoamericanos han impulsado el sector extractivo con el fin de
alcanzar el desarrollo y ser más competitivos internacionalmente, por ello han brindado
incentivos y flexibilizaciones en las normas para atraer el capital extranjero de corporaciones
interesadas en invertir. El neoextractivismo ha sido de esta manera el camino que ha tomado
la región para seguir los lineamientos de la globalización, en el caso de Colombia, las
actividades de extracción y explotación de recursos se planteó como uno de los motores de
crecimiento del país denominado en el plan de desarrollo de Juan Manuel Santos como las
locomotoras de desarrollo.
Los conflictos ambientales provocados por la construcción de la hidroeléctrica El
Quimbo han derivado en la pérdida de grandes extensiones de bosque y tierra, hábitats
naturales, especies de animales terrestres y acuáticos, así como de fauna y flora, además
disminuyó la calidad del agua debido a la contaminación generada por la represa. A esto se
suma, el papel del Estado y las políticas energéticas del país, que incentivan la explotación de
recursos naturales y, como resultado, generan tragedias ambientales como se evidenció en El
Quimbo, ya que el proyecto no tomó en cuenta el equilibrio del medio ambiente y del
ecosistema por lo cual se produjeron consecuencias y riesgos ambientales difíciles de
compensar.
Los movimientos sociales y acciones colectivas desarrolladas por la población en
general ayudaron a que el proceso de lucha haya sido efectivo en algunos casos, junto con la
jurisprudencia, las comunidades pudieron pronunciarse ante las autoridades del Estado sobre
las problemáticas presentadas por dicho proyecto. Estas iniciativas de acción popular
mostraron lo invisibilizado y resaltaron los problemas de fondo que normalmente son opacados
por las multinacionales, también ofrecieron una perspectiva diferente de desarrollo en la región.
De esta manera, en este caso de estudio las formas de movilización y resistencia fueron un
instrumento favorable para hacer visible las peticiones de los afectados.
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CONCLUSIONES
América Latina ha adaptado a lo largo de su historia modelos de desarrollo de otros
lugares, los cuales no corresponden a la realidad y a los problemas estructurales de la región,
es por esto que no se ha obtenido el crecimiento económico esperado por las organizaciones
internacionales y los gobiernos de los países. De esta manera, se ha entendido a raíz de estas
experiencias que no es posible esperar que una misma estrategia implementada en Europa o
Norteamérica funcione de la misma manera en territorios con múltiples identidades culturales,
actividades económicas, desarrollos sociales y tecnológicos diferentes.
La CEPAL menciona que el crecimiento económico de un país es fundamental para el
desarrollo y la industrialización, por lo que regulaciones y cambios estructurales en las
instituciones nacionales, podrían reducir la pobreza, la desigualdad, la corrupción, entre otras
problemáticas. No obstante, las estrategias implementadas en Latinoamérica fueron poco
eficaces debido a que los países se especializaron únicamente en la exportación de materias
primas y a la explotación de recursos naturales, lo que conllevó a un sin fin de problemas e
impactos ambientales, económicos y sociales, así como una distribución inequitativa de la
riqueza. Por tal motivo, en América Latina se empieza a cuestionar este único modelo de
progreso, abordando otro tipo de alternativas pensadas más allá del desarrollo como el Sumak
Kawsay.
El extractivismo ha sido una de las formas por las cuales los países latinoamericanos
han logrado insertarse en el mercado internacional y captar dinero para financiar sus planes de
desarrollo, a pesar de los conflictos que se han generado en los territorios y en las comunidades,
estas actividades son fuentes de ingreso para los Estados y tienen gran importancia en la
economía, por lo cual no es posible pensar que desaparezca este sector, si no por el contrario,
se debe fortalecer la normativa que regula y dirige este, ya que la debilidad en el marco
regulatorio y los vacíos legales son los que permiten que se les otorguen licencias a
determinados proyectos a pesar que los estudios ambientales demuestran los impactos que
pueden causar en las comunidades.
De igual modo el extractivismo, se ha convertido en una estrategia o camino para
apoyar la extracción desesperada de recursos naturales, respaldado con la excusa de lograr
crecimiento económico; no obstante, esto ha generado tensión entre los actores implicados en
este tipo de prácticas, como las diversas comunidades y sus formas de comprender el universo,
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las cuales se ven afectadas por las acciones del Estado y las empresas. Por consiguiente, desde
los pueblos se presentan nuevas ideas y cosmovisiones de pensar la realidad y la manera en la
que se configuran las sociedades y el desarrollo actual.
Desde la expedición de la Constitución de 1991 y la ley 99 de 1993, la Corte
Constitucional ha ejercido el papel de ente protector y máxima instancia de reclamación de los
derechos humanos vulnerados por el Estado o empresas. Gracias a ello, se desarrolló la
jurisprudencia ambiental, en cuanto al contenido y alcance que los recursos naturales y el medio
ambiente deben poseer dentro del sistema jurídico nacional como resultado del reconocimiento
al medio ambiente sano como derecho fundamental. Sin embargo, cabe mencionar que en la
mayoría de casos las empresas privadas cuentan con beneficios como el fácil otorgamiento de
licencias ambientales y flexibilidad normativa, lo que genera que se produzcan daños
irreparables al medio ambiente por el incumplimiento de la reglamentación ambiental. Además,
en Colombia existe una legislación ambiental débil e ineficaz, y un modelo de desarrollo que
fomenta la explotación de recursos naturales.
La Ecología Política Latinoamericana demuestra que el estudio de los conflictos
sociales y ambientales es el resultado de la instauración de doctrinas económicas y
herramientas de desarrollo destinadas a la prosperidad nacional, las cuales se ven relacionadas
con el agotamiento y la distribución desigual de los recursos naturales. En este enfoque se
identifica la territorialidad como una forma de resistencia y reivindicación del patrimonio
ancestral y local, que puede relacionarse con el surgimiento de los diversos movimientos de
resistencia e inconformidad proveniente de los proyectos minero energéticos, donde las
comunidades reclaman la soberanía de sus territorios y presentan su inconformidad con el uso
inadecuado de los recursos naturales como forma de crecimiento económico.
La implementación de proyectos minero energéticos en el país, ha derivado en una serie
de conflictos ambientales y sociales como deforestación, desempleo, contaminación hídrica,
despojo, pérdida de grandes extensiones de tierra, ecosistemas, fauna y flora, entre otros. Por
ende, las comunidades en donde se desarrollan este tipo de proyectos son las principales
afectadas, atentando contra su calidad de vida y formas de trabajo, por esta razón se crean
procesos de resistencia como movimientos sociales y organizaciones, las cuales luchan y
actúan en defensa y protección de los derechos humanos de la población perjudicada, además

64
buscan que haya una mejor participación ciudadana que les permita ser escuchados y
contemplados en las decisiones que los puedan afectar.
La jurisprudencia ambiental entra en juego para defender el medio ambiente y hacer
justicia cuando el gobierno y las empresas infringen los derechos humanos e incumplen con
los compromisos y compensaciones pactadas, un ejemplo de ello son las sentencias T135/13 y
C-753/15 de la Corte Constitucional, constata el impacto que tuvo la hidroeléctrica El Quimbo
en la población y las consecuencias irreparables en los recursos naturales, por lo cual se declara
que la empresa debía incluir a los afectados en el censo y repararlos integralmente.
El caso de la hidroeléctrica El Quimbo muestra como una propuesta pensada para el
desarrollo del departamento del Huila y del país desembocó en problemas que afectaron la
calidad de vida de los pobladores, todo esto a raíz de un proyecto que en primer lugar no
cumplió con los estudios necesarios, incumplió con las compensaciones a los afectados,
vulneró derechos como la vida digna y la soberanía del territorio de los pobladores y causó lo
que se denominó una catástrofe ecológica. Esta situación es una de las muchas otras que
visibiliza las consecuencias de sobreponer el crecimiento económico sobre la vida de las
personas y lo que sucede cuando no se consulta previamente a la comunidad sobre la ejecución
de un megaproyecto como este. Lo sucedido en El Quimbo, muestra también la polarización
que existía entre los que defendían el proyecto, como el gobierno y parte de la población que
insistían en el progreso que traería esta hidroeléctrica al país, y por el otro lado los que estaban
en contra de este, que en representación de organizaciones como Asoquimbo denunciaron los
problemas y las grandes catástrofes causadas por Emgesa.
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ANEXOS
Anexo 1:
Principales aportes de las diferentes escuelas económicas en torno al desarrollo

Escuelas de pensamiento económico en Europa: una perspectiva occidental del desarrollo

Mercantilismo

● Sistema y escuela económica que se basó en el desarrollo del comercio, las
exportaciones y el enriquecimiento de las naciones a través de la acumulación de
metales preciosos entre 1550 y 1750.
● Consideraba que la riqueza y prosperidad de una nación estaban en el capital
acumulable, la supremacía de la iglesia y el papel de los señores feudales.
● Se caracterizó por las exploraciones geográficas, la expansión al denominado
Nuevo Mundo, por la intervención estatal y el proteccionismo de las economías y
un mayor desarrollo manufacturero y de transporte naval.

Fisiocracia

● Surge en el siglo XVIII en donde la razón y el conocimiento científico ocuparon
un lugar central en el aspecto social, económico, cultural y político.
● Considera a la tierra como única fuente de riqueza, es por ello que designa la
agricultura como actividad fundamental y la única que podía generar excedentes
para el desarrollo económico.
●

Liberalismo

La sociedad es una estructura regida por las leyes naturales, ese orden natural se
sitúa en el nivel de producción, proceso que se desarrolla de forma autónoma y de
una necesidad natural.

● Nace gracias a las revoluciones de los siglos XVII y XVIII en Europa.
● Afirma que la economía de mercado es la forma idónea de lograr el crecimiento
económico de las naciones, mejorar la calidad de vida de los más desfavorecidos.
● El foco de esta escuela son los individuos y la acumulación de la riqueza.
● Defiende principios como la libertad, el libre comercio, y el derecho de cada
individuo a la propiedad privada.
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● Propone que el mercado tiende al equilibrio por sí solo sin necesidad de la
intervención del Estado.
Escuela
Keynesiana

● Surge en la década de 1930.
● Reconoce que el mercado no es perfecto y que es necesaria la intervención del
Estado en la actividad económica para subsanar los errores a través de políticas
públicas orientadas a generar pleno empleo y estabilizar los precios.
● Plantea el Estado de bienestar, en el cual el Estado cumple funciones políticas con
el objetivo de contribuir con el desarrollo del sistema de mercado y funciones
económicas.

Neoliberalismo

● Se

originó

en

las

décadas

de

1970

a

1980.

● Se caracterizó por promulgar valores como el libre mercado, eliminar el gasto
público por los servicios sociales (privatización) y la eliminación del concepto de
bien público o comunidad.
● Sus políticas fueron impulsadas por Instituciones Financieras Internacionales
como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la Organización
Mundial de Comercio.
● Tiene como principios la libertad, la propiedad privada, el Estado de Derecho, la
iniciativa individual y de la sociedad civil frente al gobierno y la libertad de
movimientos.
● El papel del Estado era favorecer los derechos de propiedad privada individual, el
imperio de la ley y las instituciones del libre mercado y del libre comercio.

Perspectiva latinoamericana del desarrollo: Adaptación de la modernidad hacia América
Latina
Industrializació
n por
Sustitución de
Importaciones

● Surgió después de la Gran depresión en la década de los 40.
● Consistió en fabricar dentro de un sistema económico nacional aquellas
manufacturas que se importaban, para lo cual fue necesario aplicar medidas
proteccionistas.
● Contribuyó en parte al desarrollo autónomo de los países de América Latina
gracias a estrategias como: el fortalecimiento del mercado interno, modificando
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los las estructuras productivas, mejorando la distribución del ingreso e
implementado políticas sociales.
Estructuralism
o

● Corriente económica que nace en la década de los cuarenta.
● Propone la teoría de centro y periferia como formas en el que el progreso se
manifiesta en la economía mundial.
● Tiene como objetivo solucionar los problemas de desarrollo económico de
América Latina.

Teoría de la
Dependencia

● Nace en 1950, esta plantea diferentes estrategias para que los países de América
Latina alcancen el desarrollo.
● Consistió en un proceso de cambio estructural a través de reformas y políticas de
mejora a las instituciones.
● Incentivó el comercio y la integración regional, a través de acuerdos que pudieran
aumentar la competitividad.

Teología de la
Liberación

● En 1965 surgen las primeras publicaciones y fundamentos de este movimiento con
el fin de pensar la teología desde el enfoque de la liberación.
● Se trató de una reflexión cristiana proveniente de la creencia de lo que debe y no
debe ser un buen cristiano, sobre la existencia de la pobreza y aquellos que se
encuentran oprimidos.
● Propone la liberación política para la gestación de un hombre nuevo libre de
opresiones sociales y una liberación de la pobreza real dentro de las instancias
económicas.

Filosofía de la
Liberalización

● Se desarrolla a partir de los años setenta en Argentina.
● Nace como una crítica al modelo eurocentrista de la modernidad y establece que
esta debe ir encaminada a centrarse en el otro, a las periferias y los pobres.
● Plantea que el pensamiento latinoamericano es inauténtico e imitado, que se
relaciona directamente con la condición de subdesarrollo y dominación.

Neoliberalismo
Latinoamerica
no-Consenso de
Washington

● La ideología neoliberal en América Latina se instaura oficialmente en la década de
1990.
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● El Consenso de Washington fue diseñado para que los países latinoamericanos
alcanzaran el desarrollo y superarán la crisis de la deuda.
● Estas políticas de ajuste fomentaban la liberalización financiera, las
privatizaciones, la Inversión Extranjera Directa y la reducción del papel del Estado.

Fuente: Elaboración propia a partir del texto.

Anexo 2: Disposiciones de la Constitución Ecológica
Artículo 2º

Fines esenciales del Estado, proteger la vida

Artículo 8º

Obligación de proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación

Artículo 11º

Inviolabilidad del derecho a la vida

Artículo 44º

Derechos fundamentales de los niños

Artículo 49º

Atención de la salud y del saneamiento ambiental

Artículo 58º

Función ecológica de la propiedad

Artículo 66º

Créditos agropecuarios por calamidad ambiental

Artículo 67º

La educación para la protección del ambiente

Artículo 78º

Regulación de la producción y comercialización de bienes y servicios

Artículo 79º

Derecho a un ambiente sano y participación en las decisiones ambientales

Artículo 80º

Planificación del manejo y aprovechamiento de los recursos naturales

Artículo 81º

Prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares

Artículo 82º

Deber de proteger los recursos culturales y naturales del país

Artículo 215º

Emergencia por perturbación o amenaza del orden ecológico

Artículo 226º

Internacionalización de las relaciones ecológicas
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Artículo 268-7º

Fiscalización de los recursos naturales y del ambiente

Artículo 277-4º

Defensa del ambiente como función del Procurador

Artículo 282-5º

Defensor del Pueblo y las acciones populares como mecanismo de protección
del ambiente

Artículo 289º

Programas de cooperación e integración en zonas fronterizas para la
preservación del ambiente

Artículo 294º

Contribución de valorización para conservación del ambiente y los recursos
naturales

Artículo 300-2º

Asambleas Departamentales y medio ambiente

Artículo 301º

Gestión administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo a recursos
naturales y a circunstancias ecológicas

Artículo 310º

Control de densidad en San Andrés y Providencia con el fin de preservar el
ambiente y los recursos naturales

Artículo 313-9º

Concejos Municipales y patrimonio ecológico

Artículo 317º

contribución de valorización para conservación del ambiente y los recursos
naturales

Artículo 330-5º

Consejos de los territorios indígenas y preservación de los recursos naturales

Artículo 331º

Corporación del Río Grande de la Magdalena y preservación del ambiente

Artículo 332º

Dominio del Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables

Artículo 333º

Limitaciones a la libertad económica por razones del medio ambiente

Artículo 334º

Intervención estatal para la preservación de los recursos naturales y de un
ambiente sano

Artículo 339º

Política ambiental en el plan nacional de desarrollo
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Artículo 340º

Representación de los sectores ecológicos en el Consejo Nacional de
Planeación

Artículo 366º

Solución de necesidades del saneamiento ambiental y de agua potable como
finalidad del Estado

Fuente: Elaboración propia con base en la sentencia T-411 de 1992.

Anexo 3:

Jurisprudencia ambiental colombiana

Fuente: Elaboración propia con base en Blanco (2015).

